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1. Introducción:  

 

Esta investigación analiza los procesos de entrelazamiento que las Autodefensas Campesinas de Córdoba y 

Urabá (ACCU) configuraron en Montería y en el Alto Sinú, durante el lapso en el que estuvieron lideradas 

por Carlos Castaño Gil (1994-2002), mediante la puesta en marcha de distintas practicas que les permitieron 

acercarse a las comunidades de estos territorios. El estudio examina cómo esta organización paramilitar – a 

partir del aparato militar, económico y social que detentó-  se entrelazó de manera diferenciada en ambas 

subregiones y, así, se constituyó como un actor político  que cumplió funciones de diversas índole ( que van 

desde la monopolización de la violencia hasta el empleo de practicas sociales).  Por consiguiente, se propone 

un análisis comparativo que estudia los procesos de entrelazamiento que, de manera conjunta, las ACCU 

fueron tejiendo en Montería y en el Alto Sinú. La comparación tiene en cuenta que se trata de territorios 

vecinos y que, a medida que la organización se fortalecía internamente, se iba expandiendo desde Córdoba 

hacia el Urabá antioqueño. Sin embargo, las ACCU, aunque buscaban en ambos territorios aumentar sus bases 

sociales y legitimarse como actores armados con un fuerte componente político, cristalizaron su dominación 

de manera diferenciada. 

 

Por un lado, en el Alto Sinú, que es una subregión compuesta por los municipios de Valencia y Tierralta,  las 

ACCU adelantaron un ambicioso proyecto entre 1994 y 2002 en el cual, paulatinamente, fueron insertándose 

en los aparatos sociales, económicos y políticos preexistentes con el fin de entrelazarse con las comunidades 

y, de esta manera, ir aumentando su legitimidad como actor político-armado. El arribo de las ACCU a esta 

subregión, en 1989, gracias al apoyo de miembros de la clase política tradicional, de ganaderos y de sectores 

de las Fuerzas Militares (Romero, 1998; Ronderos, 2015), se presentaría como una excelente oportunidad para 

la incipiente avanzada paramilitar. Después de años de conflicto este grupo armado, para 1994, consiguió 

derrotar militarmente al EPL y expulsar a las FARC hacia el Urabá antioqueño. De ahí, al vencer a los dos 

actores armados que hacían presencia en la zona, se habían consagrado como la principal fuerza militar de esta 

subregión.  

 

A partir de eso, Carlos Castaño, quien era el principal comandante de esta organización, vio en este espacio la 

oportunidad de constituir un área central de operaciones que, posteriormente, serviría para adelantar un 

experimento de regulación que le confiriera el estatus político a las ACCU, ya que esta organización, desde el 

panorama nacional,  era tachada de ser un apéndice del narcotráfico (Pizarro, 2000; Camacho, 2009). Por lo 

tanto, la experiencia paramilitar en esta subregión, a lo largo de la dirección de Castaño,  brinda insumos 

analíticos para estudiar cómo las mutaciones internas de la organización y de la sociedad regional le 

permitieron a las ACCU expandir sus redes de entrelazamiento con las comunidades en los siguientes campos: 

1) Ofertar empleos mediante la bonanza cocalera; 2) Monopolizar  la violencia en el Alto Sinú, 3) Tener 

representación política en el Congreso de la República; y 4) Fungir como actor intermediario en el marco de 

las negociaciones de paz que se adelantaron con otros grupos armados.  
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Por otro lado, en Montería, los procesos de entrelazamiento adelantados por las ACCU, que fueron 

orquestados por Castaño y Mancuso desde las montañas de Tierralta, les permitieron mezclarse con grupos 

empresariales, sociales y políticos y, así, diversificar los frentes de la lucha político-armada. De esta manera, 

en este territorio convivieron discretamente con los órganos estatales y con las elites regionales y, a partir de 

esto, intentaron hacerse un espacio político mediante las ofertas que brindarían a todas las capas sociales. Por 

lo tanto, en Montería intentarían tener un papel principal en los conflictos sociales que viviría la ciudad entre 

1998 y 2002, pero a través de las organizaciones aliadas a ellos.   

 

Esta ciudad, a lo largo de la segunda mitad del siglo XX, recibió a decenas de miles de desplazados y de 

desempleados provenientes de los municipios circundantes -especialmente del Alto Sinú-. Para 1992, de las 

266,000 personas que vivían en Montería, 83,000 vivían en asentamientos subnormales, que eran barrios de 

invasión donde no había ningún tipo de prestación de servicios públicos (Negrete, 2002; CEDE, 2018). Esta 

problemática, que no encontró soluciones de fondo por parte del Estado, evolucionaria y para finales del siglo 

XX se convertiría en un drama humanitario que sacudiría a la región y al país entero. La incapacidad de las 

autoridades de subsanar las carencias materiales de estas extensas poblaciones que vivían en situación de 

miseria generaría un estallido social sin precedentes en la ciudad en este periodo. 

 

Ante la situación de crisis social, política y fiscal por la que atravesaba la ciudad, las ACCU, decidieron 

insertarse en este espacio y hacer presencia de forma “discreta” en el diario vivir de Montería.  En este contexto 

no se manifestaron en campos puntuales, como si lo hicieron en el Alto Sinú, sino que lo hicieron de forma 

indirecta a partir de tres actores: en el área social utilizaron a la Fundación para la Paz de Córdoba 

(FUNPAZCOR), que era una ONG perteneciente a los hermanos Castaño Gil, como órgano que atendía 

activamente a población desplazada. Esta organización era la encargada de donar y comprar tierras e, 

igualmente,  transmitía las posturas políticas de las ACCU sobre el acontecer diario en Montería (CNMH, 

2010;2011). En la esfera política -gracias al apoyo que tenían de algunos miembros de la Federación de 

Ganaderos- tuvieron el respaldo de sectores de la clase terrateniente, los cuales mostraban en los medios de 

comunicación su malestar con el Estado central y resaltaban los “avances” de las Autodefensas en la región. 

Por último, en la esfera militar,  utilizaron al “Comando Central Muerte a Invasiones” (CCMI) – que 

oficialmente no tenía nada que ver con ellos- cuya misión era atemorizar a grupos de invasores de predios 

durante el conflicto agrario que vivió Montería en 2001.  

 

A partir de esto, la presente investigación reconstruye los procesos de entrelazamiento social ejercidas por las 

ACCU en ambas subregiones con el fin de profundizar en las transformaciones que experimentó este actor en 

su imbricado camino para ganar legitimad y aumentar el apoyo de sus bases sociales. En efecto, aunque en 

cada zona las ACCU utilizan distintos medios, tienen fines similares: el reconocimiento político de la sociedad. 

Así, esta organización paramilitar, al cooptar parte de los espacios de sociabilidad, políticos y económicos del 

Alto Sinú y de Montería, busca erigirse como un movimiento político-armado que, al articular todas las formas 

de lucha, quiere ser reconocido como el tercer actor en disputa dentro del conflicto armado colombiano. 

Igualmente, se resalta que los procesos de entrelazamiento que adelantaron con las comunidades no se dieron 

al azar, sino que correspondieron a estrategias puntuales que las ACCU, de manera diferenciada, adelantaron 
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a partir de la correlación de fuerzas existentes entre los diversos actores y de los rasgos específicos de 

configuración regional de cada territorio.  

 

1.1 Estructura del texto:  

 

En primer lugar, se realizarán algunas precisiones sobre la estructura teórica de la investigación y los 

principales conceptos. Asimismo, se presentarán los avances y vacíos existentes en la literatura académica que 

ha estudiado estos fenómenos. En la siguiente sección, se expondrá el apartado metodológico del estudio y las 

categorías analíticas a partir de las cuales fueron interrogadas y articuladas las fuentes primarias. 

Posteriormente, en el cuarto capítulo, ya entrando en los resultados, se examinará el caso del Alto Sinú y los 

procesos de entrelazamiento que las ACCU adelantaron en esta subregión. En el quinto capítulo, se ahondará 

en el caso de Montería y la experiencia que tuvieron las ACCU en este espacio. Por último, se presentarán 

unas consideraciones finales y se propondrán dos respuestas generales a cómo esta investigación nos permite 

comprender los ciclos de violencia que, actualmente, siguen persistiendo en el Alto Sinú.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 8 

2. Precisiones teóricas:  

 

La presente investigación plantea que las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) intentaron 

configurarse, bajo la comandancia de Carlos Castaño (1994-2002), como una alternativa política- armada en 

las subregiones de Montería y del Alto Sinú . De esta manera, pretendían mostrarle a la sociedad regional y 

nacional que su repertorio de acción y de entrelazamiento con las comunidades no se limitaba al componente 

coercitivo, sino que, también, podían ser un actor político con capacidad de desplegar una agenda social que 

podía contribuir a palear las problemáticas existentes.  Así, desempeñaron un papel importante en materia de 

ofrecimiento de seguridad, empleo, distribución agraria y de servicios en ambos territorios. Para poder hacer 

esto, debieron enfrentar en el Alto Sinú a las FARC-EP y al EPL y en Montería a grupos de invasores y a la 

oposición política del régimen. Por consiguiente, el conflicto armado es la variante esencial mediante la cual 

las ACCU se insertaron en la región e intentaron entrelazarse con las comunidades de ambos territorios a partir 

de los problemas estructurales que había en estos espacios.  Por lo tanto, los procesos de entrelazamiento que 

implementaron no fueron homogéneos, sino que estuvieron mediadas por las dimensiones locales del aparato 

societal, político y económico existente, el cual históricamente se estructuró en torno al grado de presencia 

estatal que hubo. De ahí, en este estudio se propone una aproximación espacialmente situada que, teniendo 

como referencia los procesos históricos de formación de ambas subregiones, profundiza en cómo las 

trayectorias regionales disímiles en materia social, política y económica derivan en entrelazamientos también 

diferenciados entre las ACCU y las poblaciones locales.  

 

2.1) Los procesos de entrelazamiento social:  

 

Los procesos de entrelazamiento social hacen referencia a las prácticas que ejecutaron las ACCU en tres 

campos: lo social, lo político y lo económico. Así, se ahonda en cómo las experiencias adquiridas entre los 

diversos actores locales y las ACCU se dan mediante procesos de aprendizaje colectivo que generan cambios 

en las actitudes de ambos, ya que, al habitar el mismo espacio, hay una configuración recíproca que deriva en 

la transformación interna de los actores y, por ende, en la mutación de su accionar. En este sentido, resulta 

clave pensar que el cuerpo político, al estar abierto a la pugnacidad de las distintas redes de poder, es un 

proyecto que se construye a partir de la interacción, y la consecuente interpenetración, entre los distintos 

agentes sociales, los cuales están unidos por los limites mal definidos que hay entre ellos y los demás grupos  

(Mann, 1991; Migdal, 2004; Soifer, 2008).  Esto evidencia, como detallan Akhil Gupta (1995), Marta Herrera 

(2016) y James Duncan (2019), que el Estado no es locus exclusivo del poder, sino que, por el contrario, el 

contexto regional, los espacios y los actores que lo habitan tienen margen de maniobra para resignificar los 

tipos de dominación existentes y entrelazarse entre sí. 

 

Por consiguiente, el entramado social tiene la capacidad de moldear los modos de ser de los grupos sociales 

dentro de contextos definidos, dado que las inconsistencias y los vacíos de las redes de poder permiten que los 

actores internamente se transformen a la luz de sus procesos de configuración recíproca. De ahí, el conflicto 

armado es un eje articulador que, así como repercute en el accionar de las ACCU, va afectando los intereses, 
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las estrategias y las posiciones políticas de las comunidades que están sujetas a su dominio y de los espacios 

en los que estos se insertan.  

 

Eso sí, es cierto que no se puede desconocer que este entrelazamiento se da de forma dispareja en tanto este 

actor armado puede hacer uso de la violencia acorde a sus intereses; sin embargo, como lo muestran Bolívar 

(2001), Arjona (2016) y Kaplan (2019),  esto no implica que los grupos civiles, en contextos sumamente 

violentos, como lo puede ser el caso de Córdoba, sean necesariamente pasivos. Ellos tienen agencia para 

responder a los peligros que les depara vivir en medio de confrontaciones armadas o en contextos de pobreza 

extrema a causa del desplazamiento forzado. Cada pueblo se enfrenta de forma distinta a los retos que implica 

tener varios actores armados en el territorio. Por lo cual, pueden decidir realizar alianzas, tomar una posición 

neutra o, incluso, enlistarse en alguna organización armada. Todo este depende del contexto, de si hay un 

grupo armado hegemónico, de las simpatías políticas o simplemente de buscar sobrevivir en realidades 

marcadas por la guerra.  

 

A partir de esto,  utilizó el concepto de entrelazamiento social, puesto que esta noción contribuye a rastrear los 

procesos conflictivos de integración territorial a partir de los cuales las ACCU se insertaron de manera 

diferenciada en Montería y en el Alto Sinú. De esta manera, este grupo armado, en ambas subregiones, se 

funde – desde un carácter multivariado y desagregado- con los actores que denominamos como “Estado,” 

“terratenientes”, “elites políticas regionales” y “campesinos”. Así, se entrelazan con las configuraciones 

territoriales existentes, expanden sus repertorios de acercamiento y van fortaleciendo su identidad política.  

 

Igualmente, el concepto de entrelazamiento permite indagar por el componente geográfico e identitario y, así,  

recuperar lo propuesto por Gloria Isabel Ocampo (2015). La autora, en su investigación sobre los poderes 

regionales y el clientelismo en Córdoba, formula el concepto de relaciones de parentesco, el cual hace 

referencia a “las relaciones domésticas (proximidad, igualitarismo, trato formal que articulan relaciones 

personales y favores) que generan gratitud, afección y cohesión a partir del cual el peón legitima al hacendado 

como autoridad” (Ocampo 2016, 53) . A partir de esto, Ocampo deja entrever que las interacciones sociales 

están estructuradas en términos de status y poder y, por ende, son expresadas con base a entendimientos 

regionales. De esta manera,  las prácticas sociales del Alto Sinú y de Montería llevan al desarrollo de espacios 

de sociabilidad definidos en el que las ACCU, teniendo claro los capitales en disputa, se insertaran y buscaran 

legitimarse como actor sociopolítico. De ahí, resulta clave ver cómo en ambas subregiones los proyectos de 

colonización, las disputas agrarias y la presencia diferenciada del Estado delimitan problemas estructurales en 

el acceso a la tierra y al empleo que son aprovechadas por la organización para cultivar sus bases sociales y 

constituir su agenda política. Asimismo, esto permite diferenciar espacial, política, cultural e históricamente 

Montería y el Alto Sinú con el fin de visualizar las trayectorias que tienen las ACCU en estos espacios. 

 

2.2) Los grupos armados como actores sociopolíticos: Avances y vacíos dentro de la literatura 

colombiana.  

 

En Colombia se han venido formulando estudios orientados a rastrear la presencia diferenciada de los grupos 

armados a nivel subnacional (González, Bolívar y Vásquez. 2003) con el fin de analizar las dimensiones 
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nacionales, regionales, locales y sublocales que estos actores adoptan en sus zonas de dominio. Este proceso 

parte de una premisa fundamental: el monopolio de la violencia, en ocasiones, no es un flujo permanente sino 

una tendencia inacabada a la cual aspira el Estado y, por lo tanto, otros actores pueden disputarle su dominación 

(Bolívar, 2010). A partir de esto, la dominación estatal es vista como un proceso político de ocupación espacial 

al tiempo que se recalca que los espacios no son del todo colonizados.  

 

Estas premisas han sido articuladas en los estudios de Torres (2004; 2012), Caraballo (2010), González (2014), 

Vásquez (2015) y Ballve (2020), entre muchos otros,  los cuales encontraron que los grupos sociales que 

ejercen su dominación en los espacios donde el Estado tiene un control indirecto pueden ser, además de las 

elites políticas regionales y de los gremios económicos, los grupos armados ilegales. De esta manera, 

resaltaron que el conflicto armado ha jugado un papel sustancial en los procesos como el Estado ha penetrado 

espacialmente las territorialidades, dado que en amplias regiones del país, por la dispersión de la violencia y 

de los actores armados, no hay un actor claramente hegemónico y, por consiguiente, hay un control territorial 

cambiante. 

 

Así se ha partido del supuesto de que los actores armados, que pueden ser tanto de origen insurgente como 

paramilitar,  “no solo matan, sino que también crean instituciones, respaldan ideologías, forman alianzas con 

actores locales, proporcionan bienes públicos, reclutan y, al hacerlo, transforman las sociedades en las que 

operan” (Arjona 2016, 2). Por consiguiente, ellos intimidan, protegen, recolectan información, saldan disputas, 

dan garantías, hacen cumplir contratos y cobran impuestos, entre otras actividades. (Romero, 2003; González, 

2010; Arjona, 2016). En sus áreas de dominio, los grupos armados tienen la posibilidad de entrelazarse con la 

población local a partir de la prestación de servicios de distinta índole.  

 

La producción académica nacional se ha concentrado, especialmente, en estudiar los procesos de 

entrelazamiento y las formas de dominación ejercidas por las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 

(FARC-EP), la cual fue la guerrilla más grande que tuvo el país y cuyas áreas de dominio se extendieron, en 

su mayoría, a lo largo de las regiones del sur. El análisis a profundidad de este actor en clave regional y local 

ha servido para ver sus facetas como agente regulador de la vida social, ya que prestaron servicios de seguridad, 

dieron empleos, ofrecieron servicios públicos e, incluso, construyeron redes de infraestructura. 

Principalmente, esto se vio en el Bajo Putumayo y en el Bajo y Medio Caguán, puesto que adelantaron una 

gestión social y política, la cual, ligada a la bonanza cocalera, les permitió consolidarse como autoridad en 

ambas subregiones y, de esta manera, legitimar un discurso político que buscaba mostrarlos como alternativa 

de poder (Torres, 2012; Vásquez, 2015; Revelo, 2020; Otero et al., 2021). Sobre esta aproximación, María 

Clara Torres afirma que “ofrece una oportunidad para ampliar la mirada más allá de la sociedad civil 

“políticamente correcta” y considerar actores marginales e ilegales a la hora de analizar la contribución de 

determinados agentes en la regulación política y en la construcción estatal de amplios territorios del país” 

(Torres 2012, 38)”. 

 

Dentro de la literatura internacional, estos postulados se han reflejado en las investigaciones de Mason (2004), 

Kalyvas (2006), Wood (2009), García de la Torre (2011) y Degregori (2011), los cuales -a partir de los estudios 

que han adelantado sobre el conflicto armado en diversos países de Latinoamérica, Asia y África- encontraron 
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que los grupos armados en contextos donde se han convertido en el actor hegemónico tienden a cambiar el 

tipo de relacionamiento que tienen con las comunidades locales. Principalmente, comienzan a dosificar la 

violencia, ya que sus contrincantes fueron derrotados o se encuentran sumamente debilitados, y, a su vez, en 

algunos contextos, intentan legitimarse como los agentes reguladores de la vida social mediante la oferta de 

servicios públicos y ayudas a la población local (Wood, 2003).   

 

Sin embargo, a las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), que fue una de las organizaciones 

paramilitares más importantes que se han visto en la historia reciente de Colombia, no se le ha estudiado a 

fondo en las dimensiones sociales previamente señaladas. Los estudios realizados hasta la fecha se han 

orientado más a analizar directamente a las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), que era la organización 

nacional de la cual las ACCU hacían parte, pero no a pensar cómo este actor directamente ejerció su 

dominación en el Alto Sinú y en Montería y, a su vez, desarrolló los procesos de entrelazamiento social en 

estos territorios. Las investigaciones de Romero (2003), Aponte (2011), Ronderos (2014) y Duncan (2015), 

que son algunos de los estudios más importantes que se han desarrollado sobre esta temática,  plantean  que el 

paramilitarismo, como fenómeno político-militar, tuvo distintas expresiones y grados de politización. Su 

estructura federada le permitió a los distintos frentes y comandantes articular diversas estrategias militares para 

frenar la avanzada guerrillera. Así, su relación con las comunidades locales varió acorde a la región y al tipo 

de entrelazamiento existente. Por lo cual, estas investigaciones han recalcado que un estudio que pretenda 

indagar por las ACCU en clave regional debe darle prioridad a las capacidades que tuvo esta organización, en 

relación con sus bases sociales, para integrar, disciplinar e institucionalizar las experiencias regionales 

paramilitares y que fue integrando a su matriz a través del tiempo.   

 

No obstante, más allá de toda la información que se ha documentado sobre el paramilitarismo,  en si el estado 

del arte existente no responde a los problemas centrales de la investigación, dado que no se ha analizado a 

profundidad los diversos procesos de entrelazamiento social adelantados por esta organización en Montería y 

el Alto Sinú. Estas dos subregiones fueron zonas centrales desde las que se gestó el proyecto contrainsurgente, 

el cual buscaba adentrarse y legitimarse en un contexto sociopolítico que históricamente había estado 

atravesado por el conflicto agrario y armado de diversos actores tanto legales como ilegales. Si las FARC en 

sus zonas de dominio, en el sur del país, lograron desarrollar un aparato social y político mientras se expandían 

militarmente y, de esta manera, expandieron su repertorio e incidieron en el ofrecimiento de algunos servicios 

y ayudas a la población, ¿Qué hicieron las ACCU en el Alto Sinú y en Montería, que fueron dos pilares 

centrales de su dominio, cuando derrotaron a las insurgencias y se consolidaron como el actor regional político- 

militar más importante?  

 

Este tipo de interrogantes, si bien no pretenden homogeneizar el accionar de ambas organizaciones, las cuales 

tienen repertorios emocionales distintos (Bolívar, 2006), si buscan complejizar las experiencias regionales de 

las ACCU a la luz de su faceta como actor político-armado dentro del conflicto armado interno colombiano. 

Investigaciones del CNMH (2010; 2011) han mostrado que las ACCU, en Córdoba, intentaron impulsar un 

contrato social con la población con el fin de dar lugar a un modelo de regulación social que los legitimara en 

la arena política: la titulación de tierras, el desplazamiento forzado de población enemiga, “la reforma agraria”, 

la creación de trabajos legales e ilegales, etc. se presentan como algunas de las estrategias empleadas para 
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ganarse a la población.  Por lo tanto, la presente investigación, al recoger los avances y los vacíos existentes, 

plantea que se debe analizar de forma conjunta la formación de la violencia paramilitar y los procesos de 

entrelazamiento social que esta organización adelantó en el Alto Sinú y en Montería, ya que, así, se puede 

rastrear las estrategias militares, las alianzas y los discursos políticos que entablaron las ACCU.  En los 

resultados de este estudio se muestra como las ACCU, mediante la incorporación de todas las formas de lucha, 

se decantó por construir una agenda social que les permitiera tener el apoyo de las comunidades locales con el 

fin de fortalecerse internamente, apropiarse de tierras, expandir sus rutas del narcotráfico y tener representación 

política. Estas prácticas que ellos emplearon sirvieron, como se detalla en ambos capítulos, para reconfigurar 

el mapa económico, político y armado de ambas subregiones e, igualmente, para trasladar los epicentros de la 

violencia a regiones vecinas como Antioquia y Chocó.  

 

2.3 Los campos y los actores: Dos aproximaciones a los procesos de entrelazamiento social  

 

Como forma de diferenciar los procesos de entrelazamiento social que las ACCU configuraron en Montería 

y en el Alto Sinú, se investigó – a partir del diálogo con las fuentes primarias- como este actor armado se había 

integrado con las comunidades de ambos espacios. A partir de esto, mediante la evidencia empírica, se 

formularon dos aproximaciones que permitieron rastrear los tipos de repertorios y de articulaciones que este 

grupo armado utilizó, de forma diferenciada,  para entrelazarse en ambas subregiones:  

 

A) Los campos: Se analizaron las transformaciones que experimentaron las esferas políticas, económicas 

y sociales del Alto Sinú,  durante la segunda mitad del siglo XX, con el fin de comprender la incidencia 

que tuvieron las ACCU en estos campos. Por lo tanto, a partir de  fenómenos puntuales, como lo 

fueron el narcotráfico, la parapolítica, las negociaciones de paz y la prestación de servicios, se estudio 

como las ACCU, mediante estos campos, fueron legitimándose como actores sociopolíticos.  Para 

esto se reconoce que la organización hizo un barrido histórico de los capitales en disputa y, de esta 

forma, tejió diversas estrategias  que le permitió internalizar algunas de las practicas locales y, en otros 

casos, impugnarlos, ya que, así, pretendían irse constituyendo como una alternativa político-armada. 

Un eje comparativo que comparten ambos casos de estudio son las elecciones al Congreso de la 

República del 2002, dado que las ACCU, aunque de forma diferenciada, lograron impulsar sus 

candidatos en ambas subregiones. 

 

B) Los actores: En el caso de Montería, los procesos de entrelazamiento adelantados por las ACCU no 

se dieron a partir de campos puntuales, sino que se desarrollaron mediante los actores presentes en la 

ciudad que eran aliados de ellos. FUNPAZCOR, sectores de GAMACOR y el CCMI sirvieron como 

interlocutores para que las ACCU expandieran sus redes de influencia en la ciudad y, a su vez, 

pudieran constituirse como una alternativa de poder.  Este grupo armado en Montería tendría un papel 

secundario en el desarrollo de la vida cotidiana y, ni de cerca, tendrían el grado de influencia que 

habían conseguido en la subregión vecina. Por consiguiente,  su margen de acción es mas estrecho, lo 

cual les demando hacer presencia de forma discreta mediante otros actores cercanos.  
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2.3.1 Las ACCU en el Alto Sinú:  

 

Las ACCU en el Alto Sinú, durante el periodo entre 1994 y 2002, fueron el actor hegemónico en varios 

aspectos de la vida social: eran la fuerza militar mas importante, desplazaban de manera forzada a todo aquel 

que se contrapusiera a su dominio, brindaban empleo y otorgaban tierras, entre otras cosas.  Así, aprovechando 

la dependencia de las comunidades locales y la débil presencia militar e infraestructural de Estado, decidieron 

adelantar un “experimento de regulación social”1 que tenía el fin de legitimarlos en la arena política y presionar 

al Estado colombiano para que los reconociera como el tercer actor armado del conflicto armado y, por lo 

tanto,  los aceptara en una gran negociación de paz con las guerrillas. 

 

A partir de esto, como las ACCU derrotaron a las insurgencias en un contexto donde habían zonas marrones 

de dominación (O`Donell. 1994) y territorialidades bélicas (Uribe, 1998),  adelantaron procesos de 

entrelazamiento mediante lo cuales pretendían constituir un espacio exclusivo de control que pudiera ser su 

zona de retaguardia y, a su vez, les sirviera para impulsar las bases sociales que necesitaban para legitimar su 

discurso político. Por consiguiente, los esfuerzos que adelantaron bajo el liderazgo de Carlos Castaño (1994- 

2002) evidenciaron la transición interna que experimentaron, dado que pasaron de ser un simple grupo armado 

contrainsurgente   -cuyo principal capital era la violencia- a convertirse en una organización armada que 

diversificó sus redes de dominación y de influencia a partir de su politización y de su imbricado proceso de 

integración como actor sociopolítico en el Alto Sinú. Su interacción en este territorio fue, principalmente, con 

campesinos que vivían en minifundios, los cuales habían moldeados sus orientaciones ideológicas a la luz del 

conflicto agrario en el que, históricamente, habían estado inmersos.  

 

Los paramilitares, al buscar “resquebrajar” la dominación de la guerrilla en este espacio, se erigieron como 

actores sociopolíticos con el fin de acabar con los focos de subversión, lo cual los obligó a hacer una presencia 

integral dentro de las comunidades sujetas a su dominio.  De ahí, ocurre una forma de “centralización de la 

dominación por la indirecta”(Torres 2004, 69); es decir, que un tercer actor – en este caso las ACCU- decide 

por la vía armada derrotar a todas las organizaciones alzadas en armas  ( FARC-EP y EPL) como forma de 

centralizar el poder en un solo actor: ellos mismos. De esta manera, ejecutan cuatro procesos de 

entrelazamiento en el Alto Sinú, los cuales serán abordados en la sección que estudia a esta subregión: 1) 

Ofertaron empleos mediante la bonanza cocalera; 2) Monopolizaron la violencia en el Alto Sinú; 3) 

Obtuvieron representación política en las elecciones al Congreso de la República en 2002;  y 4) Fungieron 

como intermediarios en el marco de las negociaciones de paz que se adelantaron con un frente de las FARC 

y con las disidencias del EPL en 1996.  

 

2.3.2 Las ACCU en Montería:  

 

Por otro lado, en Montería, las ACCU convivieron con las fuerzas estatales presentes en la ciudad y con las 

elites políticas regionales, dado que no tenían los insumos, ni tampoco las intenciones, de configurarse como 

 
1 Se le denomina a esto como un “experimento”, ya que fue en este territorio donde por primera vez las ACCU intentaron afianzar 

un espacio en el que regulaban la vida social, estaban pendientes de las comunidades y construían una base social. 
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actores hegemónicos en este espacio. La ciudad, desde inicios de la década del 90, estaba ad portas de un 

inminente estallido social a causa de las múltiples problemáticas existentes: la falta de acceso a servicios 

públicos y a la vivienda pública de la población que vivía en asentamientos irregulares2 propició ciclos de 

violencia en los que las ACCU no tenían la posibilidad de intervenir directamente.  

 

A partir de esto, las ACCU se insertaron de forma “discreta” en la ciudad y se manifestaron mediante 

interlocutores que tenían en el campo social, político y armado. De esta manera, ayudaron a mediar en los 

conflictos que había entre invasores de predios y el Estado, ofertaron tierras, hicieron eco de las reformas que 

venían haciendo en el Alto Sinú y utilizaron su aparato armado para desplazar a la población civil de la ciudad. 

Por lo tanto, hubo una convivencia tácita entre un Estado local que, estando representado en la clase política 

regional, aceptó la ayuda que las ACCU les daban mediante sus intermediarios para estabilizar el panorama 

socioeconómico de la ciudad. En este espacio, por ser de índole urbano y el principal centro administrativo de 

Córdoba, las ACCU interactuaron con una amplia gama de actores: tejieron procesos de entrelazamiento con 

algunos de los denominados “invasores”, con miembros de la elite regional (sobre todo empresarios y 

terratenientes) y con el Estado local. Por lo tanto, aquí los campos de entrelazamiento pasan a un segundo 

plano y, ante la incapacidad del actor armado de configurarse como hegemon e impulsar el narcotráfico o 

fungir como actor intermediario en las negociaciones de paz, deciden insertarse mediante actores locales 

cercanos a ellos.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
2 Según cifras de Negrete (2002), para 1994, se estimaba que eran 70,934 personas.  
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3. Diseño de investigación y datos: 

 

En primer lugar, como forma de diferenciar espacialmente a Montería y al Alto Sinú, se realizó una 

reconstrucción histórica de las trayectorias que el conflicto armado,  la cuestión agraria y el Estado habían 

tenido en estos territorios. De ahí,  se enfatizó en que la estructuración de los tipos de dominación que las 

ACCU ejercieron en ambas subregiones estuvieron mediados por los procesos de configuración sociopolíticos 

locales. Por lo tanto, se desarrolló una aproximación histórica comparada que permanentemente mantuvo  un 

dialogo entre  los procesos de formación subregional y los tipos de presencia que habían configurado las 

ACCU. A partir de esto, después de ahondar en ambos casos de estudio, se evidencio que el tipo de 

entrelazamiento que la organización había efectuado fue diferenciado y tramitado de forma distinta: las 

ACCU, en el Alto Sinú, se entrelazaron con las comunidades mediante los campos existentes  - es decir, por 

medio de las esferas políticas, económicas y sociales locales- y en Montería lo hicieron a través de actores 

aliados a ellos. De esta manera, teniendo como referencia estas categorías analíticas, se pudo tejer una 

aproximación mas detallada de las formas como se orquestaron estos fenómenos en las dos subregiones.  

 

Complementario al estudio de la perspectiva histórica  y de los dos ejes analíticos, se hizo uso de las escalas 

espaciales como forma de resaltar que las relaciones entre lo local, lo regional y lo nacional son niveles de 

análisis particulares que no están superpuestos entre sí, sino que interactúan a partir de un reposicionamiento 

en el que comparten un mismo horizonte socio-temporal  (Sánchez, 2013). Con esto se hace referencia a que 

el trabajo, al tener como base una aproximación histórica, fue profundizando en la constitución espacial de 

Montería y del Alto Sinú  - es decir, en como se va dando su significación sociopolítica- a partir de los procesos 

que se van dando en las diversas escalas. Así, por ejemplo, para explicar el arribo de las ACCU a ambas 

subregiones  a finales de la década del 80, debe tenerse en cuenta los conflictos entre las elites políticas 

regionales y nacionales, la avanzada nacional de las insurgencias, la crisis que atraviesan ambas subregiones 

y los ciclos de violencia locales.   

 

Eso sí, si bien se hace uso de múltiples escalas para  tener una aproximación mas amplia a la constitución de 

los procesos de entrelazamiento que adelantan las ACCU, la investigación esta centrada en el componente 

local; es decir, en Montería y en el Alto Sinú, ya que es en estos territorios  donde se encuentra la condensación 

del escenario material en el que este grupo paramilitar adelanta los procesos de entrelazamiento a partir de los 

cuales estructura su dominación (Agnew, 1987; Withers, 2009).  En este sentido, como señala Clifford Geertz 

(1980),  es importante detallar que los sistemas de dominación se pueden erigir  desde lo local – o como él lo 

denomina: “desde abajo”-  y, por lo tanto, los aparatos sociales existentes tienen margen de maniobra para 

resignificar los tipos de dominación existentes. De esta manera, al incorporar las preguntas por los procesos 

de entrelazamiento, las escalas espaciales y el enfoque local se le dio preponderancia al desarrollo de un estudio 

cualitativo preocupado por analizar las interacciones que se dieron entre las ACCU y los actores locales de 

cada subregión.  En base a esto,  fueron recolectados producciones verbales, mapas interactivos,  bases de 

datos publicas,  archivos de prensa y discursos políticos, los cuales,  a su vez, fueron agrupados en distintas 

categorías de rastreo:  
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A) Crónicas del desarrollo histórico y del conflicto: 

 

Se hizo una revisión de los archivos digitales de prensa del CINEP de los que se tomaron las producciones 

verbales de campesinos, líderes políticos, guerrilleros desmovilizados, comandantes paramilitares y ganaderos 

sobre la trayectoria de las ACCU y sus relaciones con la organización.  

 

B) Bases de datos sobre capacidad Estatal y Violencia:  

 

Se utilizaron las bases de datos del DANE, DNP, CNMH, Banco de la República y CEDE, como punto de 

partida, para hacer un diagnóstico de la situación fiscal y social que vivieron Montería y en el Alto Sinú durante 

el periodo de estudio. Se hizo un barrido histórico de los procesos de formación de ambas subregiones teniendo 

como referencia las siguientes variables: 1) Los procesos de evolución demográfica a lo largo de los años; 2) 

Nivel de pobreza, desempleo y PIB per cápita; 3) Acceso a educación primaria y secundaria y tasa de 

analfabetismo; 4) Las capacidades del Estado de hacer presencia en el territorio mediante la prestación de 

servicios; 5) Los índices de violencia a nivel local, como lo son el desplazamiento forzado, la desaparición 

forzada y los homicidios; y  6) Reclutamiento forzado por parte de las ACCU.   

 

C) Bases de datos sobre masacres y distribución de homicidios:  

 

Complementario a las bases de datos oficiales, se hizo uso de la información de Rutas de Conflicto, el cual es 

un portal periodístico que recoge información sobre las masacres que los grupos armados ilegales han 

realizado en los distintos municipios de Colombia desde 1980. Del mismo modo, el mapa interactivo de 

INDEPAZ, sobre la distribución de los homicidios en Colombia desde 1990, sirvió para situar los puntos 

neurálgicos del conflicto armado y, así, ver como el Alto Sinú y el Urabá antioqueño y chocoano se perfilan 

como epicentros de la violencia a causa de la guerra que hay entre FARC y ACCU en estos territorios.  

 

D) Bases de datos sobre cultivos ilícitos:  

 

Para ahondar en el impacto que el narcotráfico tuvo en Tierralta y en Valencia, se hizo uso de la información 

del Observatorio de Drogas de Colombia (ODC), el cual muestra la evolución de las hectáreas de cultivos de 

coca en estos municipios desde 1999. También se usaron los mapas realizados por el CEDE, sobre la 

evolución de cultivos de coca en la Costa Caribe (1994- 2001), con el fin de ver la distribución regional de la 

producción de estos estupefacientes. Estos datos se complementaron con los informes de la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODCD) y del Ministerio de Justicia. La combinación de 

estos materiales permitió rastrear el complejo proceso mediante el cual el narcotráfico se convirtió en una de 

las principales formas de subsistencia de las comunidades locales.  

 

E) Documentos internos de las ACCU: 

 

Se analizaron los discursos realizados por los comandantes de las ACCU con el fin de indagar en dos aristas: 

1) La importancia de la orientación política en la formación interna de la organización.; 2) Los avances sociales 
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y las prácticas redistributivas que se auto endilgan en el Alto Sinú y en Montería. A partir de esto, para 

profundizar en estas categorías analíticas, se usaron los libros Colombia Siglo XXI: Las Autodefensas y la Paz 

y Mi Confesión. Ambas obras compilan un número significativo de declaraciones de prensa, comunicados y 

entrevistas del secretariado de las ACCU y de las AUC,  los cuales sirvieron para precisar las posiciones 

políticas, sociales y económicas de estas organizaciones armadas.  Igualmente, se recogieron entrevistas que 

Carlos Castaño, Freddy Rendón, alias “El Alemán”,  y Salvatore Mancuso dieron a los medios de 

comunicación a lo largo de estos años. 

 

F) Bases de datos electorales:  

 

Se hizo uso de la “Base de datos sobre resultados electorales (1958- 2011)”, que fue realizada por el CEDE, 

con el fin de visualizar la distribución de los votos en los municipios de Valencia, Tierralta y Montería durante 

las elecciones al Congreso de la República de 1998 y 2002.  Con esto se buscaba rastrear las fluctuaciones que 

experimentó el mapa electoral de estos territorios a la luz de la injerencia que tuvieron las ACCU. Igualmente, 

se recopilaron algunas investigaciones adelantadas por la Fundación Arco iris con el fin de situar el verdadero 

impacto electoral que tuvo esta organización mediante la denominada “parapolítica”.  
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4.  Los marginados de Córdoba:  las ACCU como actores sociopolíticos en el Alto 

Sinú  

 

4.1 Antecedentes: El Alto Sinú. Una historia de resistencia campesina y de lucha agraria.  

 

El Alto Sinú es una subregión del departamento de Córdoba que limita con el San Jorge y con Montería. Está 

ubicada en el costado sur y comparte frontera con el Urabá antioqueño. Igualmente, lo componen dos 

municipios: Tierralta y Valencia. El primero fue fundado en 1949 cuando este departamento todavía hacía 

parte de la jurisdicción de Bolívar y el segundo nacería 10 años después, en 1959. La Asamblea departamental 

de Córdoba dispondría dividir el municipio de Tierralta en dos y, así, crear el municipio de Valencia. De esta 

manera, Tierralta estaría situado al sur de la región y colindaría por el oriente con el municipio de Montelíbano 

y por el oeste y el sur con Antioquia. Valencia, también colindaría por el oeste con Antioquia y al norte con 

Montería (García, 1974).  

 

Mapa 1: Subregiones del departamento de Córdoba.  

 
Fuente: Toda Colombia (Subregiones departamento de Córdoba 2019) 

 

Estos territorios, históricamente, hasta principios del siglo XX, habían sido poco habitados y gran parte su 

población era compuesta por campesinos procedentes de las subregiones del centro y del Norte de Córdoba, 

los cuales habían sido expulsados por parte de los grupos terratenientes y empresariales que se afianzaron en 

el territorio gracias al boom de la quina y a la expansión de la ganadería (Negrete, 1981; Fals Borda, 1998). 

Por su espacio geográfico era un terreno de difícil acceso, ya que contaba con montañas y selvas que lo 

rodeaban, lo cual les permitió a estos grupos subalternos asentarse de forma dispersa y tratar de sobrevivir en 

la medida en que no había presencia de los órganos estatales ni de las elites locales. Sin embargo, una vez que 

se agudizó el desplazamiento de los campesinos procedentes de los municipios nucleares del departamento, a 
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causa de la violencia ejercida por los grupos ganaderos y empresariales, habría un proceso de radicalización 

política de estos sectores que llegaban al Alto Sinú debido al desigual acceso a la tenencia de la tierra.    

 

Durante la primera mitad del siglo XX,  surgen, aunque de manera desorganizada y fragmentada, colectivos 

que buscan organizar a los campesinos, artesanos e indígenas – que son lo más afectada por la avanzada 

terrateniente en zonas de frontera agraria- para que defiendan activamente su derecho a la tierra (Negrete y 

Garcés, 2010).  Por consiguiente, paulatinamente, habría un incremento del conflicto entre campesinos y 

terratenientes por el acceso a este capital. Estas dinámicas se agudizaron durante el periodo de La Violencia, dado 

que el conflicto bipartidista,  incidió aún más en las disputas internas que habrían en la región y en la creciente 

politización de los reclamos campesinos y terratenientes (Ocampo, 2015).  

 

Posteriormente, en 1951, ocurriría un evento significativo: Roberto Urdaneta, el 18 de diciembre,  firmaría la 

Ley Novena, la cual oficialmente crearía el departamento de Córdoba. Esta iniciativa sería liderada por el 

Senador Remberto Burgos, que era de origen cordobés, y tuvo el apoyo del Partido Liberal y del Gobierno 

Nacional. Los principales opositores de esta iniciativa fueron las elites de Bolívar, dado que la independencia 

de Córdoba les haría perder valiosos recursos económicos (Burgos, 1956). La creación de este departamento 

sería el punto de partida de una reestructuración a fondo que se haría en este territorio durante las próximas 

décadas (Gobernación de Córdoba, 2010). Igualmente,  permitió que el municipio de Tierralta, el cual detentaba 

una vasta cantidad de superficie, fuera dividido en dos y así se fundara el municipio de Valencia en 1959  (García, 

1974). Sin embargo, los problemas estructurales persistieron y no se le dio respuesta a las problemáticas 

asociadas al conflicto agrario y a la violencia política, los cuales estaban abriendo grietas dentro de la sociedad 

regional: la expansión de la frontera agraria por parte de los terratenientes y su arribo a territorios del Alto Sinú, 

a causa de las grandes extensiones de tierra que demandaba la ganadería, atizó aun más un conflicto que venía 

de décadas atrás y trajo consigo nuevas formas de violencia (Zamosc, 1976). 

 

Mapa 2: Orografía del Departamento de Córdoba.   

 
Fuente: Sociedad Geográfica de Colombia (Mapa digital integrado 2002).    
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En la década del 60 y el 70, durante el periodo conocido como el Frente Nacional, el movimiento campesino del 

Alto Sinú encontraría, por primera vez, el respaldo del gobierno nacional durante la presidencia de Carlos Lleras 

Restrepo (1966-1970) (Negrete, 1981). Lleras, consciente del aumento de la violencia regional (Bejarano, 

Segura. 2010), fue el artífice de un proyecto de largo aliento que buscaba realizar una reforma agraria en 

Colombia. De ahí, crearía la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC). Esta organización sería 

descrita por Orlando Fals Borda como: “el mayor movimiento de masas del presente siglo en el país” (Fals Borda 

1998, 170). 

 

De esta manera, el gobierno buscaba, con el apoyo de la ANUC, que era conformada por grupos significativos 

de campesinos a lo largo del territorio nacional, adelantar la escrituración de predios en las regiones y presionar 

a los sectores terratenientes para que se adelantara una Reforma Agraria Integral. Un epicentro de esta nueva 

disputa, por sus condicionantes históricas, sería el Alto Sinú. Como detalla Zamosc (1978), en Córdoba, en 

1971, se adelantaron 79 invasiones campesinas en haciendas y terrenos baldíos: 13 se desarrollaron en 

Montería y 4 en Tierralta.  Sin embargo, esta presión ejercida por el campesinado y el gobierno nacional para 

que se discutieran estas reformas no tuvo éxito, puesto que miembros de la clase política tradicional y los 

sectores ganaderos torpedearon la negociación y, al tener mayorías en el congreso, pudieron evitar que se 

aprobara la reforma  (Bejarano, Segura. 2010). Así, con la llegada de Misael Pastrana a la presidencia (1970- 

1974) se adelantaría una gran contrarreforma agraria que acabó con gran parte de los avances reformistas del 

gobierno anterior (Pizarro, 2000). 

 

A partir de esto,  sectores de la ANUC en el Alto Sinú experimentaron un proceso de radicalización política, 

dado que, al evidenciar la incapacidad del Estado de tramitar sus demandas, vieron en la vía armada una opción 

de conseguir sus metas. Como los cuadros de Izquierda se habían concentrado especialmente en Córdoba, 

puesto que la naturaleza conflictiva de estos territorios eran un espacio propicio para sembrar la semilla de la 

subversión (Rappaport, 2020), el conflicto agrario del Alto Sinú tomó nuevas dimensiones armadas. Así, las 

insurgencias, pero principalmente el EPL, tomaron la batuta de la lucha armada en el territorio. Este grupo 

armado se había fundado a principios de la década del 70 en las montañas del Urabá antioqueño, el cual colinda 

con el Alto Sinú, por lo cual encontró en estas comunidades identidades políticas semejantes que también se 

habían configurado bajo la lucha agraria y la violencia.  

 

Durante la primera parte de la década del 80, el EPL había logrado hacerse un espacio en el territorio y 

articularse social y políticamente con las comunidades de Valencia y Tierralta, ya que conocía a profundidad 

los reclamos campesinos y obreros y, además, se estaba desempeñando como agente regulador de la vida 

social: vigilaban a la población, mediaban en las disputas locales y reivindicaban un ideario político cercano 

al de ellos (Uribe, 1994). Esta articulación entre grupos armados y sectores de movimientos campesinos 

propició que el debate político se ampliará – en tanto las guerrillas tenían críticas sobre el modelo económico, 

político y social y los campesinos seguían defendiendo la idea de implementar una reforma agraria-.  

 

De esta manera, los territorios del sur, a partir del contacto con las insurgencias, entraron en una nueva fase en 

la que vieron cómo los grupos armados, ante la precariedad de la dominación estatal, intentaron entrelazarse 

con la población con el fin de construir una base social y legitimarse como actores sociopolíticos. A partir de 
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esto, el rompimiento de las jerarquías sociales, mediante el uso de la violencia, si bien llevó a un debilitamiento 

de las fuerzas políticas regionales, sería la semilla para que estas, en medio de la polarización creciente, 

comenzarán a crear grupos de seguridad privados - posteriormente conocidos como de autodefensas- para 

defenderse a sí mismos y a sus bienes de la avanzada guerrillera.  

 

4.2 Las ACCU: ¿Cómo los grupos paramilitares llegaron a Córdoba?  

 

Durante la década del 80, las relaciones entre las fuerzas políticas regionales cordobesas y el Estado central 

experimentaron un debilitamiento significativo. Los gobiernos de Belisario Betancur (1982- 1986) y de 

Virgilio Barco (1986- 1990) decidieron apostarle a concertar diálogos con las guerrillas para lograr un eventual 

proceso de paz en la posteridad. Así, grupos insurgentes, tales como las FARC, el M-19 o el EPL, comenzaron 

a tener espacios en los medios de comunicación en el transcurso de las negociaciones que se adelantaron con 

el Estado colombiano (Restrepo, 1999; Deas, 2020). De esta manera, temáticas relacionadas con la reforma 

agraria,  la redistribución de la riqueza y el tránsito hacia una mayor diversidad de partidos políticos, entre muchas 

otras cosas, comenzaban a ser discutidas dentro de la arena política.   

 

Estas discusiones, que se venían adelantando desde el gobierno nacional, fueron vistas por parte de las elites 

políticas cordobesas como una traición, ya que para ellos era incomprensible que el gobierno dialogará con 

organizaciones armadas que estaban secuestrando y extorsionando a los ganaderos. Para principios de los 80,  

“el EPL hizo masivas adquisiciones de tierra en el Alto Sinú, Montería y en la región del San Jorge. La 

ganadería había perdido rentabilidad frente a otras posibilidades de inversión urbanas, y era el blanco fácil de 

lo que se conoció como los dineros calientes” (Romero 1998, 87). Asimismo, se calculaba que entre 1983 y 

1990 la tasa de secuestros por 100,000 habitantes en Córdoba doblaba la tasa de promedio nacional (Romero 

1998).  

 

Por consiguiente, la decisión del Estado de entablar negociaciones con las insurgencias fue visto como una 

afrenta, lo que generó un debilitamiento en las relaciones que tenían ambos actores. De ahí, decidieron acudir 

a Fidel Castaño, quien era en esa época un respetado terrateniente de Amalfi y un fervoroso líder de la causa 

contrainsurgente. Castaño, al igual que las élites cordobesas, había sido víctima del asedio de las guerrillas: su 

padre fue asesinado por las FARC -EP y constantemente le cobraban a su familia vacunas para no ser 

secuestrados (Aranguren, 2001). De esta manera, aprovechando sus fuertes nexos con el narcotráfico – y 

siendo aliado de Gonzalo Rodríguez Gacha, uno de los primeros fundadores de los grupos de autodefensas- 

decidió crear su propio grupo de fuerza privada para combatir a la guerrilla en el Urabá antioqueño (Gutiérrez, 

Varón. 2007). Fidel emigró a esta subregión con el fin de abrir rutas del narcotráfico, ya que este territorio 

tiene salida al océano pacifico, y sembrar la semilla de un modelo contrainsurgente que fuera capaz de diezmar 

a las guerrillas a partir del debilitamiento de sus bases sociales.  

 

Castaño logró, a finales de los 80, establecer alianzas clave en el Urabá con militares, políticos y líderes que 

compartían un sentimiento de aversión hacia las guerrillas. Así, teniendo en la mira al EPL, que era la principal 

organización en la región, asesinó a cientos de miembros de los sindicatos bananeros, ya que, según él, hay 

era donde estaban infiltrada la base social de esta guerrilla   (CNMH, 2018). A partir de esto, se dedicó a cortar 
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los lazos urbanos del EPL y a eliminar a los sectores de oposición política mediante una ofensiva 

contrainsurgente que utilizó todas las formas de lucha para acabar con la subversión  (Ballve, 2020). De esta 

manera, empresarios cordobeses que habían visto el debilitamiento del EPL en el Urabá antioqueño,  a finales 

de los 80, deciden financiar la avanzada militar de Castaño con el fin de que su organización haga presencia 

en la región. Por consiguiente, se reúnen con él y sectores ganaderos, empresariales y políticos lo convencen 

de expandir su zona de operaciones. Él acepta la propuesta y en 1989 crea las Autodefensas Campesinas de 

Córdoba y Urabá (ACCU) (Romero, 2003; Duncan, 2007).  

 

Como Fidel y su ejército venían del Urabá antioqueño, el cual colinda con el Alto Sinú, tuvo la facilidad de 

movilizar sus tropas de la zona bananera antioqueña hacia el sur de Córdoba. Así, ya conformadas las ACCU, 

y con el apoyo de gremios económicos y miembros de la clase política, se adentran al Alto Sinú y mantienen 

confrontaciones armadas con el EPL y las FARC con el fin de asegurar posiciones estratégicas para la 

exportación de estupefacientes al exterior, ya que la droga era el motor económico de la guerra (Kalyvas, 2006; 

Wood, 2009). Además, como conocían el territorio por las experiencias de años anteriores en Antioquia, se 

asientan en territorios de difícil acceso ubicados en zonas montañosas que colindan entre el Alto Sinú y el 

Nudo del Paramillo, este último ubicado en la frontera de Córdoba y Antioquia en el Occidente.  

 

Con el arribo de las ACCU al Alto Sinú, en 1989,  el mapa político local comenzó a cambiar. En las elecciones 

legislativas de 1986, la Unión Patriótica – que era un partido recién creado de izquierda- había ganado puestos 

en las asambleas y concejos de San Andrés de Sotavento, el Bajo Sinú, Tierralta y Valencia. Se pronosticaba 

que en las próximas elecciones iban a aumentar sus curules e, incluso, disputar las alcaldías de municipios del 

Alto Sinú y el San Jorge (Palacios, 1998). Como las poblaciones locales históricamente habían configurado 

sus identidades políticas alrededor del conflicto agrario que habían tenido con los terratenientes, desde un 

principio apoyaron a la UP, la cual, en sus bases, defendía las luchas campesinas. Sin embargo, la llegada de 

las ACCU revirtió este proceso de cambios en los puestos de representación política, ya que cometieron 

decenas de masacres y expulsaron a las bases sociales de esta organización política. Según el CNMH (2018), 

entre 1989 y 1991 se registraron en la región 200 asesinatos políticos y 400 que presumiblemente pueden estar 

también ligados a fines. Del mismo modo, la batalla sin cuartel que las ACCU y las FF.AA habían adelantado 

contra el EPL generó que este grupo armado fuera derrotado militarmente y, por consiguiente, que, en 1992, 

entablará diálogos de paz con el gobierno de Cesar Gaviria, lo cual llevó a que gran parte de los frentes 

existentes se desmovilizaran. Con la desaparición del EPL, las FARC buscarían ocupar el lugar de esta 

guerrilla a partir del fortalecimiento del Bloque José María Córdova, el cual iba a liderar la inserción militar 

en Córdoba. A partir de esto, la avanzada de las FARC sería respondida por las ACCU con una contraofensiva 

sin precedentes que generaría que ambas organizaciones se enfrentarán a sangre y fuego por el control del Alto 

Sinú.  

 

Fidel Castaño había logrado con el pasar de los años que las ACCU, para 1991 y 1992, tuvieran un aparato 

militar que se asemejaba más a un ejército que a un grupo de seguridad pequeño. En todos estos años, mediante 

alianzas políticas, tráfico de drogas y desplazamiento forzado de campesinos, habían logrado amasar una 

fortuna significativa en la región. De esta manera, mediante el narcotráfico, fortaleció a su ejército y logró que 

su organización hiciera un tránsito interno: ya no eran grupos de autodefensas que, como bien sustenta Gustavo 
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Duncan (2015), corresponden a estructuras armadas pequeñas y dispersas, sino que ahora eran una 

organización paramilitar con un proyecto político-militar de fondo. Es decir, ya no se limitaban a la formación 

de cuadros pequeños para atacar selectivamente a la guerrilla; por el contrario, el aumento de soldados y del 

armamento les permitió tener comandos a lo largo de sus zonas de dominio: hacían presencia en el Urabá 

antioqueño y en el Alto Sinú. 

 

4.3 El ascenso de Carlos Castaño al poder: Las ACCU como proyecto político-armado 

contrainsurgente 

 

El ascenso al poder de Carlos Castaño, después de la muerte de Fidel Castaño en medio de un enfrentamiento 

con grupos insurgentes en Córdoba a principios de 1994, marcarían un punto de inflexión para las 

Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU). Hasta ese momento, si bien la organización venía 

al alza y se había hecho un espacio en la región, durante el último año Fidel había entablado diálogos con el 

gobierno para que las ACCU y las disidencias del EPL en Córdoba se sometieran a un proceso de 

desmovilización con el fin de traer paz a la región (Ronderos, 2015). Así, desde finales de 1991, cuando el 

EPL oficialmente se desmovilizó, participó activamente en la reinserción exitosa de algunos miembros de esta 

organización, puesto que así pretendía contribuir a la consolidación de la pacificación de Córdoba.  

 

Por lo tanto, él hace uso de la Fundación por la paz y el Desarrollo de Córdoba (FUNPAZCOR), la cual le 

pertenece a su familia, y, en el marco de los acuerdos de paz, entrega en “la finca Las Tangas, ubicada a 63 

kilómetros de Montería, títulos de propiedad de siete mil hectáreas de tierras a 863 familias del departamento 

de Córdoba, dentro de las que se encontraban varios desmovilizados del EPL”(CNMH 2011, 39). Igualmente, 

en los próximos dos años, antiguos miembros de su grupo armado “Los Tangueros” se desmovilizaran y 

Castaño también los recompensará con tierras de algunas de sus fincas. Se estima que 600 miembros de la 

organización dejaron las armas (AP,1)3.  

 

Mapa 3: Ubicación Hacienda “Las Tangas”.   

 

 
3 Para consultar los Archivos Periodísticos (AP) revisar Anexo 1.  
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Fuente: Extraído de Tierra en disputa (Las Tangas: Las tierras de Fidel Castaño 2010). 

 

De ahí, la entrega de tierras a campesinos pobres, a desmovilizados del EPL y a miembros de su propia 

organización, eran el punto de partida de un ambicioso proyecto mediante el cual, según documentos internos 

de FUNPAZCOR,  las ACCU pretendian adelantar una reforma agraria en la Costa Caribe colombiana 

(CNMH, 2011). Todas las entregas de tierras, que se adelantaron entre 1992 y 1994, se hicieron en los 

alrededores de la hacienda Las Tangas, que era donde residian gran parte de los miembros de la familia 

Castaño, ya que así se podia construir un cerco de seguridad alrededor de la familia y adelantar gestión social. 

Esta finca estaba ubicada en el municipio de Valencia, el cual pertenece al Alto Sinú y limita por el norte con 

Montería y en el Sur con Tierralta. Gran parte de los beneficiarios provenian de Valencia, Tierralta y Montería. 

Las ACCU, de los cinturones de miseria del departamento (CNMH, 2011), trajeron pobladores que, 

posteriormente, por cuestiones de gratitud y respeto, comenzaran a simpatizar con ellos  y, por ende, se iría 

consolidando el status político de la organización. Si bien las negociaciones con el Estado se estancaron, y 

Fidel sería posteriormente asesinado, esto le servirá a Carlos Castaño para expandir las redes de las ACCU y 

comprender que el proyecto contrainsurgente debía interpelar a otros actores con el fin de ganar legitimidad y 

apoyo político (Cruz, 2009). 

 

Por consiguiente, desde 1994, iniciaría la expansión de estos grupos paramilitares, los cuales, aun en conflicto en 

el Urabá y en el Alto Sinú, lograrian ir debilitando a las FARC. Principalmente, este aumento de la capacidad 

militar de la organización se daría gracias a los fuertes apoyos de inversionistas, propietarios y comerciantes que, 

junto con sectores del Estado, ayudaron a las ACCU en su campaña contrainsurgente (Duncan, 2015; CNMH. 

2008, 2016). A partir de esto, Castaño buscó que todos estos sectores vieran a las ACCU como un tercer actor 

en el conflicto armado colombiano. De esta manera, quería que su organización, dentro de la opinión pública, 

fuera vista como una alternativa a las guerrillas y el Estado: “Como actores políticos en representación de 

amplios de sectores sociales, las Autodefensas Unidas de Colombia y en su nombre y representación las 

Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá presentaron de cara al país la plataforma de propuestas 

políticas, económicas y sociales para confrontarlas en el gran debate nacional por la paz.” (AP, 2).   

 

Sin embargo, este esfuerzo de Castaño por legitimar a su organización se vio truncado por la radicalización 

del conflicto armado: el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (1995) dictaminó que en 

1994 se habían registrado 17,000 muertes violentas en el país. Uno de los epicentros de la violencia había sido 

el Urabá antioqueño, dado que en los municipios de Turbo, Apartado,  Chigorodó, Carepa y San Pedro de 

Urabá se cometieron, respectivamente, 119, 120, 167, 48 y 30 homicidios (Indepaz, 2017). Al ser esta una de 

las regiones de mayor presencia de las ACCU, y donde se seguían adelantado operativos contra las FARC, se 

señaló a esta organización como uno de los principales instigadores de la violencia en el país.  

 

De ahí,  mientras que en el Alto Sinú la tasa de homicidio se estabilizó4, a causa de la derrota de las insurgencias 

y del aumento del poder de las ACCU, en el Urabá antioqueño la violencia se exacerbó, puesto que se situaba 

 
4 Valencia, Tierralta y Montelibano pasaron de tener 20, 27 y 21 homicidios, respectivamente, en 1993, a tener en 

1994 17, 28 y 13 (INDEPAZ, 2017) 
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en un punto intermedio entre las zonas de dominio de las FARC y de este grupo paramilitar: esta guerrilla 

hacía presencia en la parte chocoana con el Frente 57, ubicado en Riosucio, y el Frente 34 localizado, 

principalmente, en el Carmen del Darién (Villamizar, 2018). Las ACCU, como apenas estaban en proceso de 

expansión desde el Urabá cordobés, habían resuelto que debían ir hacia el pacifico colombiano y vencer a los 

frentes guerrilleros presentes con el fin de apoderarse de las rutas del narcotráfico y expandir su influencia.  

Por lo tanto, hubo una guerra total entre ambos bandos.  

 

A partir de esto, la guerra desatada por ambos grupos armados situó al Urabá como epicentro del conflicto 

armado y, además, le permitió visualizar a la opinión pública y al estado central el verdadero grado de violencia 

que se vivía en las regiones. En 1995, según Rutas del Conflicto (2019), en el Urabá antioqueño ocurrieron 7 

masacres: 6 fueron orquestadas por las ACCU y 1 por las FARC. En estas 7 masacres las ACCU asesinaron 

a 43 personas, todos civiles. Por lo cual, esta campaña contrainsurgente a punta de sangre y fuego, propició 

que las ACCU, en estos primeros años, no fueran catalogadas como actores políticos. Por el contrario, se 

sugería que eran apéndices del narcotráfico y de sectores del Estado, los cuales buscaban acabar con las FARC 

a como diera lugar. 

 

No obstante, aunque desde la óptica nacional se ve a las ACCU como un actor sumamente hostil y sanguinario, 

en Córdoba algunos sectores sociales apoyan los resultados que este grupo ha tenido en materia de seguridad. 

Por ejemplo, Rodrigo García, quien fue un prestante ganadero cordobés y, a su vez, presidente de la Federación 

de Ganaderos de Córdoba, aplaude la gestión que las ACCU han tenido en la región. En la entrevista realizada 

por parte del periódico El Colombiano, en Agosto de 1996, García afirma lo siguiente:  

 

“Periodista El Colombiano:¿ Esta forma de proceder del reducto insurgente puede ser una demostración de 

que las Autodefensas de Urabá y Córdoba son reconocidas como una especie de cogobierno en esta zona del 

país?  

 

Rodrigo García: “Si la función esencial de las autoridades es la garantía o la defensa de la vida, honra y 

bienes. Si esa es su obligación, que no cumplen, y debido a ello lo hacen las autodefensas, está claro que estas 

están haciendo lo que el gobierno no hace. Según ese punto de vista son cogobernantes 

 

Periodista El Colombiano: ¿Qué factores han determinado esta situación?  

 

Rodrigo García: Creo que hay varios factores: la acción acordada y combinada entre las gentes del campo, 

llámense ganaderos, agricultores o campesinos y las autodefensas con la colaboración, a veces muy eficaz, 

de las Fuerzas Armadas“ (AP,3) .  

 

García, en la entrevista, señala que la reactivación del sector rural y la pacificación del territorio se debe a la 

gestión adelantada por las ACCU. De ahí, aunque en el Urabá antioqueño se viene adelantando una avanzada 

militar que ha dejado cientos de muertos y miles de desplazados, en el Alto Sinú las estrategias empleadas por 

esta organización van cambiando. Principalmente, esto se debe a que las ACCU, después de las victorias que 

han tenido en esta subregión, logran consolidarse como la principal fuerza militar en la subregión. El haber 
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derrotado a las FARC y llevar la confrontación al Urabá antioqueño les permitió situarse como grupo 

hegemónico.  

 

Después de dos décadas de presencia de la subversión y de movimientos políticos de izquierda en el Alto Sinú, 

las ACCU habían conseguido, mediante el uso de todas las formas de lucha, la erradicación de la mayoría de 

los núcleos que estaban en contra de los ganaderos y de la clase política regional. Los homicidios selectivos, 

el desplazamiento forzado y la desaparición fueron las estrategias que emplearon para recolonizar estas zonas 

en las que las comunidades históricamente habían simpatizado con la lucha social. Por consiguiente, como 

explica Pizarro (2000), este grupo adelantó una contrarreforma agraria sin precedentes que les permitió 

concentrar a sus comandantes la tierra de los campesinos y, posteriormente, dar algunos de estos baldíos a 

comunidades afines a ellos, a soldados suyos o a testaferros para lavar dinero proveniente del narcotráfico.  

 

De esta manera, la redistribución de tierras que venían haciendo en el Alto Sinú en cabeza de FUNPAZCOR 

en haciendas pertenecientes a la familia Castaño, como Las Tangas, Santa Paula y Cedro Cocido (Forero, 

Ordoñez. 2013), eran en verdad terrenos que les habían arrebatados a campesinos y ahora pretendían dárselos 

a nuevos colonos para que simpatizaran con ellos. Eso sí, en muchos casos la entrega de estos predios fue una 

simple fachada y años después los paramilitares recuperaron estos terrenos y obligaron a los nuevos dueños a 

irse de los predios. De ahí,  en los municipios de Tierralta y Valencia, entre 1996 y 2001, se orquestaron 

múltiples procesos de desplazamiento forzado que obligaron a decenas de miles de campesinos a emigrar a 

otras subregiones:  

 

Gráfico 1: Desplazamiento forzado en Tierralta (1996-2001)  

 
Fuente: (CEDE 2018). Tabla: Elaboración propia.  

 

 

 

Tabla 1: Numero de personas desplazadas de manera forzada, en Tierralta, por año.  
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Año 1996 1997 1998 1999 2000 2001 Total 

Número de 

Desplazamientos 

forzados por año  

7424 

 

2369 

 

5367 

 

14372 

 

14150 

 

7826 72,775 

Fuente: (CEDE 2018). Tabla: Elaboración propia.  

 

Gráfico 2 : Desplazamiento forzado en Valencia (1996- 2001)  

 
Fuente: (CEDE 2018). Tabla: Elaboración propia.  

 

Tabla 2: Numero de personas desplazadas de manera forzada, en Valencia, por año.  

Año 1996 1997 1998 1999 2000 2001 Total  

Número de 

Desplazamientos 

forzados por año  

885 

 

602 

 

840 

 

1050 

 

1234 

 

8494 13,105 

Fuente: (CEDE 2018). Tabla: Elaboración propia.  

 

En total, a lo largo de estos 6 años, como lo muestran ambos gráficos, 43,682 campesinos tuvieron que irse de 

Tierralta y 13,105 de Valencia. La población de estos municipios, para 2001, respectivamente, era de 72,775 

y 31,458 habitantes (CEDE, 2010).  A partir de esto, Carlos Castaño logró que su ejército pudiera insertarse, 

ya sin resistencia, a lo largo del Alto Sinú. Las purgas internas debilitaron a tal nivel el aparato social existente 

que las ACCU pasaron de ser un actor armado foráneo a configurarse como el un actor determinante de la 

vida social en esta subregión. La contrarreforma agraria, que venía disfrazada de “redistribución de la tierra”, 

y el exterminio de las disidencias políticas fueron las estrategias esgrimidas por esta organización para pasar 

de ser un simple aparato armado contrainsurgente a enquistarse dentro de los distintos campos de la sociedad 

local. Así, en el Alto Sinú adelantaron procesos de reorganización demográfica y territorial cuyo fin era el 

entrelazamiento, ya sea por el terror o de manera concertada, con las comunidades existentes. De esta manera, 

las ACCU, aprovechando que el nuevo epicentro de conflicto era el Urabá antioqueño y que tanto las Fuerzas 
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Armadas como las elites regionales estaban preocupadas por expulsar a las FARC de la región, cooptaron los 

territorios del Alto Sinú, ya que vencieron a los otros actores que les disputaban el control.   

 

Por consiguiente, desde 1995 fortalecen su discurso político con el fin de legitimarse a nivel nacional como 

un actor que tiene un aparato armado que busca la transformación del sistema político. Para esto, resulta clave 

la concentración del poder económico y político como forma de determinar el grado al que puede llegar el 

desarrollo de la sociedad civil en los territorios donde son el actor hegemónico (Barrera, Nieto. 2010). De ahí, 

las ACCU entran a una nueva fase en la que, desde el campo político y económico, adelantaran procesos de 

entrelazamiento como forma de consolidar su identidad política y su vocería como alternativa de poder. A 

partir de esto, se entrelazarán mediante los campos existentes – que son las esferas económicas, políticas y 

sociales- y, de esta forma, tendrán tres ejes de integración con la población del Alto Sinú: negociaciones de 

paz, el narcotráfico y la parapolítica.    

 

4.4 Las ACCU como agentes intermediarios en las negociaciones de paz con las insurgencias.  

 

A medida que las ACCU van fortaleciendo su aparato económico y militar, gracias al narcotráfico y a las 

victorias militares que han venido cosechando en el Urabá cordobés y antioqueño, afianzan los procesos de 

entrelazamiento social con las comunidades del Alto Sinú. De esta manera, como eventualmente el epicentro 

del conflicto se traslada a Antioquia y a Chocó, el frente de las Autodefensas encargado de controlar el Alto 

Sinú, en cabeza de Castaño,  comienza a dialogar con los pequeños reductos de las FARC y de las disidencias 

del EPL presentes en la región para que se desmovilicen. Para esto, ante la poca injerencia del estado central 

en la región y, aún más, en el conflictivo Alto Sinú, las ACCU deciden negociar directamente con estos 

reductos insurgentes para que transiten hacia la vida civil. La finca Cedro Cocido, la cual es propiedad de 

Carlos Castaño y está ubicada en los límites de Montería con Valencia, servirá como punto de encuentro para 

las negociaciones que se adelantarán entre los meses de Agosto y Noviembre, del año 1996, entre este grupo 

paramilitar y las insurgencias.  

 

Con estos actos, las ACCU, al mostrar su voluntad de paz y, paradójicamente, su capacidad de guerra, querían 

evidenciar que, por un lado, eran una “organización civil y una fuerza social con demostrada capacidad militar 

y autonomía total frente al Estado” (AP, 4), pero también un actor que, a diferencia de la guerrilla, estaba 

intentando llegar a acuerdos de paz. Especialmente, esto se ve en el papel que desempeñaron en la 

desmovilización de las estructuras insurgentes. El seguimiento que los medios de comunicación regionales les 

dieron a estos eventos permite detallar el poder que Castaño, y el grupo armado en general, tenían en este 

territorio.  

 

El primer Frente armado que se entregó fue el “Pedro León Arboleda”, que hacía parte de las disidencias del 

EPL, y estaba bajo el mando del comandante Alias “Giovanny”. La entrega de armas se realizó en la finca 

Cedro Cocido e hicieron presencia funcionarios de la Presidencia de la República, de la Fiscalía y autoridades 

del departamento. Este evento se dio el 17 de Julio de 1996. Cuando se le preguntó a “Giovanny” el porque 

decidió entregar las armas respondió lo siguiente: “Yo hable con don Carlos Castaño, él me dijo que nos daba 
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tierras para nosotros trabajar y vivir en paz con nuestras familias. Nosotros nos cansamos de la guerra.” (AP, 

5).  

 

A partir de esto, sorprende que, aun rodeados de funcionarios estatales, el comandante guerrillero alude a que 

su motivo para dejar las armas fueron las promesas realizadas por Carlos Castaño. Incluso, el medio de 

comunicación, abiertamente, señala que todo el proceso de dejación de armas fue coordinado y dirigido por 

Castaño y que “cada uno de los subversivos recibirá unas 10 hectáreas de tierra, donde podrán trabajar, 

producir y vivir con sus familias.”  (AP, 6). Así, las ACCU se comprometen a entregarles terrenos, alrededor 

de Cedro Cocido, a los insurgentes y evidencian, una vez más, que su músculo financiero les permite transar 

apoyos y alianzas con estas estructuras armadas que se han venido debilitando a causa de la avanzada 

paramilitar.  

 

Igualmente, tropas de la Brigada XI del Ejército hicieron presencia en la finca para salvaguardar la seguridad 

de los desmovilizados. De ahí, se ve que el Estado actuó como un actor pasivo cuyo único fin era legalizar la 

entrega de este reducto insurgente. Sin embargo, las conversaciones las lideraron las ACCU y, como señala 

Giovanny: “Decidimos acordar primero nuestra desmovilización con las Autodefensas de Urabá y Córdoba, 

porque para nosotros ellos son nuestro enemigo principal, no el Ejército Nacional”  (AP, 7).  Al ser su enemigo 

principal las ACCU, y recurrir directamente ellos, Giovanny expone que para asegurar una desmovilización 

exitosa era necesario acudir al actor militar más importante de la región, el cual podría salvaguardar la 

seguridad de ellos. Una negociación de paz no podría tener éxito si las ACCU no hacían parte de la mesa.  

 

La segunda entrega se dio a principios de Octubre cuando 26 guerrilleros del Frente 58 de las FARC y 72 del 

Frente Manuel Elkin Castaño, pertenecientes a las disidencias del EPL, se desmovilizaron también en la finca 

Cedro Cocido. Si bien tanto el ministro de gobierno, Horacio Serpa, como los guerrilleros aclararon que el 

proceso de desmovilización se hizo directamente con el gobierno, los segundos “reconocieron que en parte su 

entrega se produjo por la presión de las autodefensas que operan en Turbo, Necoclí y San Pedro de Urabá”  

(AP, 8). Además, la dejación de armas se volvió a hacer en una hacienda perteneciente a la familia Castaño: 

“desde el pasado domingo, los 72 guerrilleros se encuentran en la hacienda Cedro Cocido, de 3500 hectáreas 

y donada, al parecer, por los hermanos Castaño Gil, para efectos del proceso de reinserción de los subversivos” 

(AP, 9). En este caso, como señala Alias “James”, quien era el principal comandante del Frente Manuel 

González, las ACCU solamente sirvieron como intermediarios mientras se iniciaban los contactos con el 

gobierno. En principio recurrieron a los ganaderos y ellos los redirigieron a las Autodefensas. Así, se ve que 

la injerencia de esta organización juega un papel central en el desarrollo de las negociaciones de paz.  

 

Por último, la desmovilización de dos de los tres reductos del EPL generó que el 18 de Octubre se entreguen 

los 100 guerrilleros restantes del frente Manuel Elkin González. De esta manera, por tercera vez, la entrega de 

las armas se dio en la Finca Cedro Cocido y los insurgentes señalaron que la rendición era el “resultado de la 

permanente presión de las autoridades militares que realizan intensos operativos de contraguerrilla en el 

departamento de Córdoba, además de la guerra sin cuartel que han librado los comandos paramilitares de 

Carlos Castaño en Córdoba y Urabá” (AP, 10).  
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A partir de esto, después de detallar la entrega de estos comandos guerrilleros, se evidencia que la presión del 

accionar paramilitar en Urabá y en el Alto Sinú acabó con las disidencias del EPL y, por lo tanto, con la mayor 

parte de grupos guerrilleros que habían en Córdoba. De ahí, la influencia de la organización va creciendo y, a 

su vez, va sirviendo para que la sociedad del Alto Sinú los vea como aquellos que detentan la hegemonía 

político-militar sobre esta subregión de Córdoba. La capacidad de gestión que tuvieron para que tres frentes 

del EPL y uno de las FARC se desmovilizaran denota que han logrado construir una forma de autoridad 

subnacional en estos territorios. Por consiguiente, como se han hecho con el monopolio de la violencia, han 

servido como garantes e intermediarios para que estos grupos retornaran a la vida civil. Además, haciendo uso 

de terrenos expropiados a campesinos, adelantan su “gestión social” y entregan algunos de estos predios a 

desmovilizados que, posteriormente, se enlistaran en las ACCU. 

 

De esta manera, la finca Cedro Cocido es utilizada como centro de negociaciones y de dejación de armas, 

dado que se encuentra en el epicentro del área de dominación paramilitar: al estar ubicado en Valencia, y tener 

como municipios frontera a Montería y Tierralta, es un espacio en el que las ACCU pueden brindarles 

seguridad a los frentes que se desmovilizan y, a su vez, otorgarle predios para que trabajen. El afianzamiento 

paramilitar fue tal que, entre 1995 y 1998, en Córdoba no hubo una sola masacre. Por el contrario, en el Urabá 

antioqueño – que para esos años era la zona de guerra con las FARC-EP- se registraron más de 15 en ese 

periodo de tiempo  (Rutas del conflicto 2019).  

 

4.5 Las ACCU y las AUC: Una experiencia regional y nacional compartida.  

 

Estos actos, de 1996, que sin duda situarán a las ACCU como un actor clave del conflicto armado en Córdoba, 

serían solamente el inicio del ambicioso proyecto que Carlos Castaño tenía en mente y que se materializaría 

el año siguiente. En 1997, 150 delegados paramilitares de todo el país se reunirían en el corregimiento 

Villanueva, que está ubicado en el municipio de Valencia, con el fin de consumar una alianza nacional entre 

las distintas Autodefensas regionales. El evento tuvo lugar en el colegio local5. Después de extensas 

negociaciones se fundaría oficialmente las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), la cual sería una 

organización federada que reuniría a todos los grupos de Autodefensa que estaban dispersos por el país. En un 

principio, las AUC estuvieron conformadas por: “las ACCU, las Autodefensas de Puerto Boyacá, las 

Autodefensas de Ramón Isaza, las Autodefensas de los Llanos Orientales, las Autodefensas de Santander y 

Sur de Cesar, las Autodefensas de Casanare y las Autodefensas de Cundinamarca” (AP, 11)   

 

Imagen 1: Placa en honor a Fidel Castaño Gil.  

 
5 Esto tiene trascendencia, ya que este colegio había sido construido en 1988 por Fidel Castaño, el cual financió las 

obras e, incluso, contrató a varios profesores para que les dieran clases a los jóvenes de la zona (El Tiempo, 2016). 

Hasta 1998, los gastos corrieron por parte de FUNPAZCOR que, en cabeza de Teresa Gómez – cuñada de Carlos 

Castaño-, administraron el colegio, pagaron la nómina y los utensilios de los estudiantes (Ballve, 2020). Sin embargo, 

desde ese año el colegio entraría en la red pública y el control pasaría a manos de la Gobernación de Córdoba, la cual 

aceptó la obra de FUNPAZCOR y tramitó los procesos para que hiciera parte de los colegios públicos de la zona. 

Desde que se construyó el colegio en 1988, hay una placa al costado de la entrada principal que dice: “Colegio Liceo 

Villanueva fundado en 1988 por Fidel Castaño Gil”.  Sería en este mismo colegio, 9 años después, donde Carlos 

Castaño se reuniría con 150 delegados paramilitares de todo el país para fundar las AUC.  
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Fuente: Caracol Radio (AP, 12)   

 

De esta manera, con la creación de las AUC, Castaño buscaba centralizar el aparato armado y político de todos 

los grupos paramilitares regionales. A partir de esto, quería que este grupo armado se presentara ante el Estado 

como una organización de carácter nacional, la cual, al igual que la guerrilla, tenía la capacidad de 

desestabilizar al país y detentar una agenda política que era conformada por los sectores que históricamente 

habían sido víctimas del asedio insurgente. Por lo tanto, en los estatutos de las AUC, que fueron escritos por 

los comandantes de cada una de las Autodefensas regionales, quedó constatado que:  

 

“La naturaleza y razón social de las AUC es la necesidad de defender la vida, honra y bienes de los campesinos 

honrados… de los atropellos… por parte de la subversión, y que ante la incapacidad del Estado y de sus 

Fuerzas Armadas nos vimos en la obligación de armarnos y de organizarnos para dar respuesta militar a la 

agresión” (AP, 13).  

 

Desde un principio quedó claro que, al ser las ACCU el grupo armado más poderoso dentro de las AUC y el 

que mayor visibilidad tenía a nivel nacional, debía ser Carlos Castaño quien liderará a la organización. Se 

estimaba que, para 1997, solamente este frente contaba con más de 3,000 soldados (Ronderos, 2014). Así, 

Castaño, consciente que las demás Autodefensas carecían de formación política y, en su mayoría, eran 

lideradas por narcotraficantes cuyo interés principal era la actividad económica, creó los talleres dictados en 

Villanueva con el fin de que los demás bloques transitaran hacia el ámbito político y la organización social. 

Uno de los participantes de estas reuniones fue Freddy Rendón, alias “El Alemán”, quien fue uno de los 

lugartenientes de Castaño y, posteriormente, lideraría el Bloque Elmer Cárdenas, que sería una vertiente de la 

expansión de las ACCU en el Urabá antioqueño y chocoano. El Alemán describió aquel evento realizado por 

Castaño de la siguiente manera: “Nos dimos cuenta de que las armas nunca serían suficientes. Como 

movimiento político-militar, también tuvimos que pensar en el frente social y político” (Ballve 2020, 60).  

 

No obstante, es importante aclarar que, aunque Carlos Castaño fue el comandante de las AUC desde 1997 

hasta 2002, las estrategias adelantadas a nivel regional estuvieron a cargo principalmente de los líderes de los 

frentes que, previamente, se habían adherido al proyecto de las AUC. Castaño era el líder político más no el 

militar. Al ser una organización de carácter federado, los comandantes regionales tuvieron amplio control 

sobre los territorios que previamente ocupaban. De ahí que las ACCU, aun después de la fundación de las 
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AUC, siguieron gobernando en el Alto Sinú y fueron el Bloque que hizo presencia en Córdoba (Aponte, 

2011). Castaño siguió siendo el comandante militar de las ACCU y, a su vez, desde la dirigencia política de 

las AUC,  intentaba legitimar el discurso político de la organización.  

 

A partir de esto, la naturaleza de cada bloque paramilitar estuvo condicionado por los intereses de sus 

comandantes, entre los cuales habían tanto “narcotraficantes” como “paramilitares puros”6.  Así, en el caso de 

Córdoba hicieron presencia, principalmente, el ala de los “paramilitares puros”, los cuales eran liderados por 

Carlos Castaño. Él decidió colocar a personas de su confianza en zonas circundantes a Córdoba con el fin de 

asegurar el control de las fronteras y de los territorios aledaños por parte de sus lugartenientes, los cuales 

compartían su “proyecto político-militar de país”.  Su círculo cercano sería, especialmente, Freddy Rendón, 

alias “El Alemán”, Julián Bolívar y Salvatore Mancuso. El primero lideraría el BEC, el segundo el Bloque 

Central Bolívar (BCB) y el tercero codirigirá a las ACCU.  

 

4.6 El narcotráfico: Repercusiones de la bonanza cocalera en la estructuración de las ACCU en el Alto 

Sinú. 

 

Con respecto al narcotráfico, resulta pertinente señalar que fue una de las principales actividades económicas 

empleadas , por parte de los grupos alzados en armadas, para financiar la guerra desde finales de la década del 

80. Los excedentes procedentes de la venta de estupefacientes, especialmente de la cocaína, en el mercado 

internacional, le permitieron a las ACCU consolidar su ascenso como organización armada: se enriquecieron 

y con el capital excedente ampliaron sus frentes, contrataron más soldados y financiaron el aparato de guerra 

en general (Camacho, 2001; Gutiérrez, 2007; Negrete, 2010). A partir de esto, la bonanza cocalera trajo 

consigo una serie de transformaciones que afectaron a las ACCU en el panorama interno y externo. Por un 

lado, la bonanza enriqueció a los comandantes y le sirvió a la organización para diversificar las operaciones 

en sus territorios de dominio, expandir sus bases sociales y afianzar un aparato de guerra que cada vez reclutaba 

más soldados e impulsaba sus tentáculos hacia empresas legales y las campañas políticas.  Por lo cual, estos 

órdenes económicos cocaleros afectaron los entornos en los que operaron e incentivaron la creación de nuevas 

actividades económicas dentro de la población local, ya que el evidente desequilibrio de la riqueza, a favor de 

las Autodefensas, derivó en asimetrías que le permitieron a este actor legitimar su dominación y entrelazarse 

a partir de la incorporación de los habitantes en actividades económicas y sociales internas del grupo armado 

(Duncan, 2009). 

 

 

 

 
6 Este concepto es utilizado por Gustavo Duncan (2015) para explicar las diferencias ideológicas que habían entre los 

paramilitares de antaño, con un claro grado de politización, como eran los casos de “Doblecero”, Julián Bolívar, El 

Alemán y Carlos Castaño, de aquellos cuyo único interés era la expansión de las fronteras del narcotráfico para 

beneficio personal (“Los mellizos”, Monoleche y Don Berna fueron algunos de los narcos que pasaron a ser 

comandantes paramilitares)  . Eso sí, no pretendo afirmar que los “paramilitares puros” no se dedicaban al trafico de 

sustancias ilegales, sino que acompañaban esto de una plataforma política que intentaba legitimar el discurso 

paramilitar.  
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4.6.1 Antecedentes: Servicios públicos y presencia diferenciada del Estado en el Alto Sinú.  

 

El Alto Sinú fue un espacio propicio para que las ACCU profundizaran sus procesos de entrelazamiento social 

con las comunidades locales mediante la economía cocalera por las siguientes razones: como detalla Fernán 

González, en su análisis sobre el caso de Córdoba, “el Estado central ha coexistido con instituciones y 

organizaciones que ejercen funciones estatales ya sea por delegación y/o por autodeterminación - empresas, 

organizaciones no gubernamentales (ONG) y otras organizaciones y aun grupos armados)” (González 2016, 

25). De ahí, esta coexistencia en la que el Estado ha sido un actor más en la disputa por el monopolio de la 

violencia afectó las capacidades que tuvo este actor para penetrar con sus aparatos logísticos esta subregión. 

De esta manera, las disputas internas entre las organizaciones campesinas, las elites regionales, los grupos 

armados (ACCU, EPL Y FARC) y el Estado generaron que, para finales de la década del 90, el Alto Sinú 

siguiera desconectado en materia económica y de infraestructura del resto del departamento. Tantas décadas 

de conflicto, violencia y de una pobre presencia infraestructural del Estado habían imposibilitado el desarrollo 

y la tecnificación de los aparatos logísticos presentes en el territorio. Por consiguiente,  el Alto Sinú era una de 

las subregiones más pobres y violentas de la Costa Caribe  (Viloria, 2005; CEDE, 2018). 

 

Tabla 3:  Pobreza y Educación.   

Municipio  Porcentaje de población 

entre 5 y 24 años que 

accede a una institución 

educativa                    

(1993)   

(2005) 

Índice de pobreza 

municipal 

(1993) 

(2005) 

Necesidades 

básicas 

insatisfechas 

(1993) 

(2000) 

(2005) 

Montería  -64,75% 

-68,51% 

 

0,55% 

0,49% 

 

49,72% 

47,59% 

44,5% 

Lorica  58,29% 

68,71% 

 

0,76% 

0,58% 

 

70,60% 

61,58% 

64,51% 

Tierralta  50,34% 

55,44% 

 

0,77% 

0,63% 

78,48% 

68,84% 

73,2% 

Valencia  50,61% 

57,36% 

 

0,77% 

0,63% 

79,67% 

68,26% 

76,12% 

Fuente: CEDE, ICFES, DANE, DNP (Características Generales 2018). Tabla: Elaboración propia  

 

Tabla 4: Cobertura de servicios públicos.  

Municipio  Cobertura total de acueducto 

(2005) 

Cobertura total alcantarillado 

(2005) 
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Tierralta  41,21% 

 

20,00% 

 

Valencia  48,54% 

 

5,50% 

 

Fuente: CEDE,  DANE, DNP (Salud y Servicios 2018). Tabla: Elaboración propia  

 

Como se muestra en la tabla “Pobreza y Educación”,  las Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) en Tierralta 

y Valencia – para 1993, que es cuando las ACCU están consolidando su aparato de dominación- se ubican, 

respectivamente, en el 78% y el 79%7. Si se comparan estas cifras con la de dos de los centros económicos 

más importantes de la región, como Montería y Lorica, hay una diferencia sustancial: el NBI de la primera se 

ubica en el 49% y el de la segunda en el 70%. Por consiguiente, están a 30 y 9 puntos, respectivamente, por 

debajo de los dos municipios del Alto Sinú, lo cual resalta como Valencia y Tierralta en materia de 

hacinamiento, de dependencia económica y de servicios públicos ofertados están de atrasados. Asimismo, en 

el panorama regional se encuentran, entre los 30 municipios que hay en Córdoba, en el puesto 27 y 28 de este 

índice. Para el año 2000 esta cifra disminuirá y se situará en Tierralta y en Valencia en el 68%; sin embargo, 

seguirá siendo muy alto. Igualmente, en el aspecto educativo, para este año, también presentan lastres 

significativos: solamente el 50% de los jóvenes entre 5 y 24 años acceden a una institución educativa en ambos 

municipios.  

 

Por otro lado, la cobertura de servicios públicos, como el acueducto y el alcantarillado (2005), en Tierralta se 

ubican, respectivamente, en el 41,21% y en el 20%. En Valencia sería del 48% y del 5%8. Por lo tanto, después 

de ver estos indicadores, se puede dimensionar la compleja situación que afrontaba el Alto Sinú: el precario 

acceso a servicios públicos, a empleos formales y al sistema educativo configuran tal ostracismo que llevan a 

que sean dos de los municipios más vulnerables del departamento. La pobreza, el conflicto armado y la débil 

presencia infraestructural del Estado en la región son los alicientes que aprovechan las ACCU para insertarse 

en el territorio y, posteriormente, adelantar procesos de entrelazamiento con las comunidades locales a partir 

de la incorporación a estas a la economía cocalera.  

 

4.6.2 La bonanza cocalera: Oferta de empleos por parte de las ACCU 

 

Sectores de las comunidades residentes en el Alto Sinú, al vivir en un contexto lleno de violencia y no encontrar 

en los aparatos económicos existentes formas de subsistencia, se ven en la necesidad de buscar alternativas 

ilegales para poder sobrevivir. Los minifundios inestables que detentaban, como consecuencia del 

desplazamiento forzado del que habían sido víctimas, podían ofertar una cantidad de productos sumamente 

restringida: la ganadería, que es característica de las haciendas circundantes a Montería, no era una opción 

viable por la cantidad exagerada de terreno que necesita (Negrete, Alcalde, Cogollo, Barba. 1999). Tampoco 

 
7 Esta variable fue desarrollada por el CEDE (2017) a partir de indicadores simples: “Viviendas inadecuadas, Viviendas 

con hacinamiento critico, Viviendas con servicios inadecuados, Viviendas con alta dependencia económica, Viviendas 

con niños en edad escolar que no asisten a la escuela” (Diccionario Características Generales. Pg. 8)   
8 Se hizo uso de los indiciadores del 2005 porque fue en este año que por primera vez se estudiaron estas variables en 

la perspectiva municipal.  
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lo era el cultivo de alimentos, puesto que las vías que conectaban Tierralta y Valencia con Montería estaban 

en pésimo estado. Como detalla Víctor Negrete: “Todas las vías que conducen a las cabeceras de los 

corregimientos partiendo de Montería o de las carreteras Montería- Tierralta son destapadas y están en mal 

estado” (Negrete 2001, 15).  Es más, sería hasta 1998 que, bajo el gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002), 

se iniciaría por fin la construcción de la vía pavimentada entre Montería-Valencia, lo cual muestra el atraso 

infraestructural que vivía el Alto Sinú (Otero, 2009).  

 

De esta manera, el narcotráfico se perfilaba en el Alto Sinú, desde mediados de la década del 90, como una 

opción laboral que, auspiciado por las ACCU, podía darles recursos económicos a estos grupos poblacionales 

sumamente vulnerables. De ahí, la coca se configura como la opción primordial de subsistencia económica, 

ya que “por su carácter de cultivo permanente, la coca ofrece a los cultivadores menores riesgos económicos 

y mayores posibilidades de un ingreso constante en un espacio reducido de una a tres hectáreas” (Torres 2012, 

61). A partir de esto, los cultivos de coca en Córdoba  entre 1994 y 2001, guiados por la coordinación de las 

ACCU, aumentaron de forma significativa y, a su vez, el Alto Sinú sería uno de los epicentros de esta bonanza 

en la Costa Caribe.  

 

Tabla 5: Hectáreas de cultivos ilícitos en Tierralta y Valencia (1999-2003)  

Municipio  1994 1995 1999 2000 2001 2002 2003 

Tierralta 0 0 684,22 13,44 322,01 178 399 

Valencia  0 0 33,67 - - - 13,04 

Fuente: Extraído del Observatorio de Drogas de Colombia; Ministerio de Justicia; IGAC (Cultivos ilícitos 

2010). Tabla: Elaboración propia 

 

Como se muestra en la Taba 5, Tierralta pasó de no registrar cultivos de coca en 1994  a, en 2001,  estar entre 

los territorios  que sembraban mas de 300 hectáreas de cultivos de coca (CEDE, 2004). Igualmente, es el 

territorio de Córdoba donde más cultivos de coca habría en estos años. Este municipio como colinda con el 

Urabá antioqueño, el cual tiene salida hacia el Océano Pacifico, se convierte en uno de los principales 

productores de coca y, así, el tráfico interno se expande en la región y con ello los réditos económicos de esta 

actividad. Castaño y el Alemán, que comandaban los frentes en Córdoba y Urabá, respectivamente, crean 

nuevas rutas de droga desde el Alto Sinú que llevan el producto hacia el Urabá antioqueño y chocoano con el 

fin de exportarlo a otros países. Además, como en el sur de Tierralta y de Valencia hay amplios territorios 

vírgenes que hacen parte de la Reserva Forestal del Pacifico, las ACCU lo ven como una oportunidad 

económica que, de la mano de campesinos cocaleros, pretenden colonizar para sembrar coca. 

 

Mapa 4: Presencia de cultivos de coca y reservas naturales. 
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Fuente: UNODC; Ministerio de Justicia (ODC 2013, 14).  

 

El Observatorio de Drogas de Colombia (ODC) muestra como desde el 2001 los cultivos de coca se asentaron 

en el sur del Alto Sinú. Las facilidades logísticas y geográficas que otorgaban estos territorios, la escasa 

presencia militar y la cercanía con el Urabá antioqueño, permite a las ACCU y a los campesinos cocaleros 

construir laboratorios y apropiarse de algunos de los espacios de las reserva para fortalecer la economía 

cocalera. A partir de esto, Castaño aprovecha el ecosistema local, la precariedad de los aparatos económicos 

y la condición del Alto Sinú como territorio frontera de Estado,  con el fin de tejer procesos de entrelazamiento 

con la población a partir de las nuevas ofertas laborales atadas a la bonanza cocalera. El salto que da Tierralta 

entre 1994 y 2003, en materia de hectáreas cultivadas,  denota que la influencia de las ACCU desempeñó un 

papel central en que sectores del campesinado se volcaran a esta actividad económica.  

 

Así, esta organización, además de dosificar el uso de la violencia y fungir como negociador de paz, también 

integra a las comunidades en la expansión de su aparato económico. Esta articulación en el área social y 

política lleva a un afianzamiento en la dominación existente, lo cual, a su vez, consolida la imagen de las 

ACCU como actor sociopolitico. Si bien es cierto  que gran parte de estos ingresos se quedan dentro de la 

organización, algunos excedentes van para la población.Y en un contexto en el que las Necesidades Básicas 

Insatisfechas, para el año 2000,  están  en ambos municipios en el 68%, hay un panorama propicio para que 

grupos poblaciones quieran entrar a este negocio.  

 

La economía cocalera permite a las ACCU imprimir cambios en la escala espacial local del Alto Sinú y 

construir nuevas redes de interdependencia que afianzan modelos de sociedad en los que el narcotráfico se 

convierte en un vehículo legítimo de ascenso social (González Ortega, 2015). De esta manera, las ACCU se 

convierten en actores que dan empleo mediante la economía cocalera, pero también incentivan a que nuevos 

reclutas se les unan. Como explican Torres (2012) y Duncan (2015), una de las formas de redistribución por 

excelencia del narcotráfico es la incorporación de nuevos miembros que, al unirse a la organización, reciben 

una parte de los excedentes de esta actividad económica. A diferencia de los guerrilleros, los cuales no perciben 

un sueldo, los paramilitares que se unieron a los bloques de las AUC recibian una compensación económica 
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por su trabajo. Con esto en mente, la formación de nuevos soldados fue otra herramienta clave en el 

entrelazamiento entre las comunidades locales y las ACCU.  

 

Gráfico 3: Edades de vinculación al momento de ingresar a la primera estructura de las AUC 

 

 
Fuente: Extraído del Centro Nacional de Memoria Histórica (2019, 78).  Gráfico: Elaboración propia  

 

Tabla 6:  Edades de vinculación al momento de ingresar a la primera estructura 

 

Edad de 

vinculación 

a la 

estructura 

9 13 17 20 23 27 31 35 40 51 

Cantidad de 

reclutados 

1 40 386 544 542 439 263 161 82 22 

Fuente: Extraído del Centro Nacional de Memoria Histórica (2019, 78).  Tabla: : Elaboración propia 

 

La gráfica 3 y la tabla 6 muestran que el principal grupo de reclutados por las ACCU están entre los 17 y 27 

años. Fueron los jóvenes los que, primordialmente, se unieron a los bloques de las AUC. Si bien es cierto que 

el reclutamiento, en muchos casos, se dio de manera forzada y por la necesidad de vivir en contextos marcados 

por la guerra (Kaplan, 2017), también hubo otros que se unieron a esta organización con el fin de conseguir 

empleo, estatus social y riquezas. Debian iniciar  desde abajo y, paulatinamente, ascender dentro del aparato 

interno de los bloques hasta llegar a ser comandantes. Por ejemplo, paramilitares conocidos como “el Alemán” 

y “Julián Bolívar”, que para finales de la década del 90 liderarían el BEC y el BCB, respectivamente, iniciaron 
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en las ACCU como soldados rasos e irián escalando para ser los lugartenientes de Carlos Castaño y, 

posteriormente, a liderar dos de de sus estructuras. Así, el anhelo de ascenso social desempeña un papel 

fundamental y, a su vez, sirve como eje articulador de algunos jóvenes a la estructura armada.  

 

Tabla 7: Rezago escolar y trabajo infantil (2005).   

Municipio  Trabajo infantil 

(Población entre 7 y 

17 años ).  

Porcentaje de la 

población que se 

encuentra en 

condición de 

trabajo infantil.   

Jóvenes con Rezago 

escolar (Población 

entre 7 y 17 años).  

Porcentaje de la 

población con 

rezago escolar. 

Tierralta 4302 5,46% 35221 

 

44 % 

Valencia  2189 6,36% 15173 

 

44 % 

Fuente: DANE- DNP, CEDE (Características Generales 2019) Tabla: Elaboración propia.   

 

Como se señaló anteriormente en la Tabla 3,  en el periodo entre 1993 y 2005 el porcentaje de población entre 

5 y 24 años que accedía a una institución educativa en Tierralta aumentó apenas del 50% al 55%. Asimismo, 

en Valencia pasó del 50% al 57%. De ahí, esto propició, como se detalla en la tabla 6, que el 44 % de las 

población de Tierralta (35221 personas) y de Valencia (15173 personas) tuvieran  un rezago escolar 

significativo9. Por consiguiente, el trabajo infantil se perfiló como una alternativa de subsistencia, dado que el 

Estado no tenia la capacidad de ofertarles a los jovenes formas integrales de acceso al sistema educativo y, a 

su vez,  ante la pobreza generalizada dentro de la población, estos tenían varios incentivos para desistir del 

estudio y entrar a la vida laboral.  

 

De esta manera,  para el año 2005, en Tierralta habían 4302 menores de edad que trabajaban y en Valencia 

habían 2189, los cuales representaban, respectivamente, el 5,46% y el 6,36% del total de la población de sus 

municipios. Por consiguiente, este panorama, el cual venía desde años atrás, propició que algunos de estos 

jóvenes  – en busca de nuevas oportunidades- fueran a parar a las filas de las ACCU. Esta organización, como 

se detalló anteriormente, tenía la capacidad de recoger a estos sectores  vulnerables y ofrecerles empleo y  

buenos salarios:  

 

“En las autodefensas hay personas que sirven de apoyo logístico: radio-operadores, médicos, enlaces, 

patrulleros y baquianos. Ellos tienen una asignación económica diferente porque se emplean irregularmente 

en zonas donde tienen que hacer inteligencia. Se estima que las autodefensas gastan más de 2.000 millones de 

pesos mensuales para mantener a 6.000 combatientes” (AP, 14).   

 

 
9 La variable “rezago escolar”, según el DANE, es comprendida de la siguiente manera:  se considera privado el hogar 

si tiene al menos un niño entre 7 y 17 años con rezago escolar de un año (número de años aprobados inferior a la norma 

nacional (DANE 2014, 11).  
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Esto permite dimensionar la inversión mensual que las ACCU y los demás bloques militares le destinaban 

solamente al pago de nóminas. Para 1999, los paramilitares invertían más de 2.000 millones de pesos 

mensuales para mantener a sus combatientes, lo cual evidenciaba que manejaban un presupuesto considerable, 

ya que, en estos cálculos, no se hacía referencia a la compra de armas ni a los sobornos que realizaban. Además, 

“se estimaba que los soldados que trabajaban para los paramilitares ganaban hasta 500 dólares estadounidenses 

al mes, un salario que excedía por mucho los ingresos mensuales medios colombianos” (Amnistía 

Internacional 2002, 21).  

 

Tabla 8: Salario Mínimo en Colombia en comparación al precio del dólar. (1997-2002) 

Año Salario Mínimo en 

Colombia  

Conversión de 500 dólares 

americanos al precio 

promedio del peso 

colombiano en cada   año . 

1997 $172,005 $570,000 

1998 $203,826 $713,000 

1999 $236,460 $878, 000 

2000 $260,100 $1.044,000 

2001 $286,000 $1.150,000 

2002 $309,000 $1.250.000 

Fuente: (Precio Histórico del Salario Mínimo 2016) (Listado por años del Dólar histórico). Tabla: 

Elaboración propia.  

 

A partir de esto, además de que podían ofrecerles a los jóvenes empleos, en el que podían servir en distintas 

áreas (agentes logísticos, informantes, soldados, etc.), también tenían la capacidad de ofertar salarios más altos 

a los que habían en el mercado laboral legal. En 1999 un dólar, en promedio, se vendía en el mercado 

colombiano a 1,756 pesos (dolarweb 2001). Por lo tanto, mientras que trabajando para las ACCU los jóvenes 

podían, incluso, aspirar a tener un salario de 878, 000 pesos (que sería la conversión de los 500 USD), en el 

mercado laboral legal solamente podían acceder a un salario mínimo que, para ese año, estaba en 236,000 

pesos (Ver Tabla 8). Así, las ACCU podían ofrecer sueldos tres o cuatro veces por encima del mercado formal. 

Igualmente, si se une esto a las externalidades negativas que rodean a estos jóvenes ( como la pobreza 

generalizada, el desempleo, la coerción de la organización y la falta de aprendizajes técnicos) hay un panorama 

apto para que se aventuren dentro de este grupo armado. 

 

 Gráfico 4: Departamentos de nacimiento reportados de soldados de las AUC. 

 

Departamentos Nacimientos reportados  

Antioquia 2344 

Córdoba 1374 

Cesar 704 

Magdalena 664 
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Santander 627 

Fuente: Extraído del Centro Nacional de Memoria Histórica (2019, 36) 

 

De esta manera, como se ve en el gráfico 4, gran parte de las tropas de las AUC, como organización nacional, 

provienen de Antioquia (2344) y de Córdoba (1374). Así, ambas regiones se consolidan como los principales 

exportadores de soldados para la avanzada paramilitar. Para explicar el porqué ocurrió esto, resulta clave 

dimensionar el peso que las ACCU tenían con respecto a la organización nacional. Entre 1997 y 2002 tuvieron, 

por lejos, la mayor cantidad de soldados y de nuevos reclutas. El Alto Sinú, como fortín militar de la 

organización, fue el epicentro del experimento de regulación social en el que las ACCU, amparados en la 

bonanza cocalera, expandieron su base social a partir de su fortalecimiento militar. 

 

Tabla 9: Vinculaciones por año a estructuras paramilitares 1997- 2000. 

  

Vinculación por año  a 

las principales estructuras 

paramilitares en 

porcentaje.  

1997 1998 1999 2000 

Autodefensas 

Campesinas de Córdoba 

y Urabá 

40,0 % 10,0% 20,0% 13,3% 

Autodefensas 

Campesinas de Meta y 

Vichada 

2,4% 7,3% 12,2% 17,1% 

Autodefensas 

Campesinas de Ortega 

5,7% 9,4% 15,1% 34,9% 

Fuente: Extraído del Centro Nacional de Memoria Histórica (2019, 85). Tabla: Elaboración propia. 

 

La tabla 9 muestra que las ACCU, en 1997, recibieron el 40% del total de vinculaciones que tuvieron las AUC 

en todo el territorio nacional. En los próximos años estas dinámicas, aunque en menor proporción, se 

mantendrían: en 1998 recibieron el 10%, en 1999 el 20% y en el 2000 el 13,3% (CNMH, 2019). Con esto en 

mente, si se tiene en cuenta que para finales de los 90, existían más 40 estructuras y frentes paramilitares a 

nivel nacional, se evidencia el peso militar que tenían las ACCU respecto a los demás bloques. Además, como 

gran parte de sus milicias provienen de Córdoba y de Antioquia, que son a su vez los terrenos de dominio de 

este grupo armado, genera que haya  un afianzamiento de los lazos existentes entre las comunidades y  el 

grupo armado, ya que en muchos casos los paramilitares pueden estar haciendo presencia en la misma zona 

donde tienen conocidos e, incluso, familiares.  

 

 

4.7 Construcción de vías por parte de las ACCU: Otra aproximación a los procesos de entrelazamiento 

social.   
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Para finalizar, además de fortalecer los procesos de entrelazamiento con los campesinos y con los nuevos 

reclutas de la organización, la ACCU utilizaron los recursos provenientes del narcotráfico para invertir en 

obras de infraestructura en el Alto Sinú. Como se explicó anteriormente, las redes de infraestructura de esta 

subregión estaban en estados deplorables y el acceso a veredas y corregimientos de Valencia y Tierralta era 

sumamente complejo. Así, las ACCU, en cabeza de Castaño y de Diego Murillo adelantaron algunas obras 

que son importante detallar, puesto que esto les servía para llegar a sus fincas, mejorar las redes de exportación 

del  tráfico de droga e, incluso, ganar apoyos de la población local. A partir de esto, el testimonio de Marta, 

que era la dueña de una cervecería  en el corregimiento de Ralito, el cual está ubicado en Tierralta, muestra la 

injerencia que tenían las ACCU en materia de infraestructura: “En su establecimiento de piso de tierra y cinco 

metros cuadrados, Marta exhibe orgullo varias botellas de whisky escocés y tequila mexicano, de marcas 

reconocidas. Ella se recuesta en el estante y no duda en afirmar que “la otra carretera, la de Valencia, que la 

han mantenido siempre ellos (las AUC) permanece mejor que ésta que disque la atiende el gobierno”.  (Vélez 

2005) 

 

Así, el comentario de Marta deja entrever que las ACCU mejoraron la infraestructura local y esto, a su vez, 

fue visto y resaltado por las comunidades de los corregimientos y municipios circundantes. La comparación 

que hace ella entre la vía que atiende el gobierno en Tierralta, que está en mal estado, y la que manejan los 

paramilitares en Valencia sirve para comprender los tipos de dominación que ejercían ambos actores en el 

Alto Sinú: mientras el Estado poco había invertido en la tecnificación de los aparatos logísticos locales, las 

ACCU venían atendiendo las vías que ellos consideraban como estratégicas. De ahí, la queja esgrimida por 

ella -que, a su vez, sirve para remarcar la gestión social de los paras- muestra que los vacíos de dominación 

estatal en sus zonas de frontera, como lo era esta subregión, pueden ser suplida de forma desigual por grupos 

armados que buscan aumentar su capital político y acercarse a las comunidades locales.  

 

Asimismo, es interesante que ella, en medio de un corregimiento de bajos ingresos, como lo es Santa Fe de 

Ralito, tenga disponible en su tienda productos alcohólicos costosos como whisky y tequila. ¿Por qué vende 

bebidas que, naturalmente, los miembros locales de la comunidad no podrían comprar? Aquí la bonanza 

cocalera y la expansión de soldados de las ACCU, puede brindar luces sobre esto: como aumenta la riqueza, 

y tanto las milicias como los comandantes hacen presencia en estos territorios, Marta puede invertir en la 

compra de estos costosos productos, ya que sus consumidores no son solamente campesinos pobres de la zona, 

sino que también narcotraficantes y paramilitares que pagan en dólares. Al aumentar el flujo de dinero se 

expande el mercado y, por ende, hay una diversificación de la oferta de recursos.  

 

Igualmente, otro ejemplo sobre construcción de vías por parte de las ACCU es la carretera que Don Berna, 

quien era uno de los comandantes del bloque, construyó para abrir vías que conectaran la cabecera municipal 

de Tierralta con sus territorios rurales. Como explica Duncan (2015):  

 

“En un correo electrónico el jefe paramilitar le recuerda al alcalde de Tierralta que destinó cuatro 

retroexcavadoras de su propiedad para abrir una carretera entre Águila y Batatas, que habilitó la vía a 

Murmullo, un ramal a Saisa y que construyó un puente sobre la quebrada del Águila. Es decir, que las obras 
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fueron hechas con su dinero. A continuación, le recalca que, como una forma de retribución para el 

mantenimiento de la maquinaria, el pago de obreros y la compra de combustibles, decidió cobrar un impuesto 

de cuatro pesos por cada kilo de arroz que saliera de la margen izquierda del río Sinú“ (Duncan 2015, 21). 

 

Don Berna dice que construyo estas vías con sus propios recursos, aunque no se sabe hasta qué punto estos 

son provenientes de las ACCU, e intenta conectar estos municipios, los cuales están  ubicados en cercanías a 

la Reserva Forestal del Pacifico, con el área norte de Tierralta. Después de realizar las obras pertinentes decide 

cobrar un impuesto a los que circulen por estas vías con el fin de reponer parcialmente la inversión que hizo. 

De ahí, se ve que el control  de las ACCU en el Alto Sinú es tal que de manera unilateral la organización puede 

cobrar impuestos y montar peajes a quienes circulen por sus áreas de dominio. Así, afianzan sus relaciones 

con la población, ofrecen servicios y van fortaleciendo su aparato armado y económico. A partir de esto, la 

organización no solamente se va insertando dentro de los aparatos sociales existentes, sino que también los va 

transformando. 

 

4.8 La parapolítica en el Alto Sinú: Las ACCU desarrollan dos estrategias para insertarse en el sistema 

político.  

 

Después de configurarse como el actor hegemónico en el Alto Sinú en materia económica y militar, a las 

ACCU les faltaba  entrelazarse dentro del sistema político con el fin cooptar puestos de representación popular 

ante el estado central como forma de consumar su poderío. Para realizar esto debian buscar políticos 

profesionales y simpatizantes de la organización que, siendo oriundos de la región, se aliasen con ellos con el 

fin de representar los intereses de las ACCU en el Congreso de la República. Este fenómeno sería conocido, 

posteriormente, como la “parapolítica” (Camacho, 2010; Gutiérrez, 2015; Ocampo, 2016). De esta manera, 

las ACCU, que para el año 2002 controlaban extensos territorios del Alto Sinú donde  vivían decenas de miles 

de personas, consideraron que debían dar el salto hacia la vida política. Carlos Castaño, que desde la fundación 

de este grupo armado había planteado que su organización antes que ser de índole armada era política, encontró 

en esta propuesta la materialización de una de sus principales metas. No obstante, como todos los comandantes 

de las ACCU eran prófugos de la ley, debian endilgarle a terceros la expansión política del grupo en el sistema 

político.  

 

Salvatore Mancuso, quien era el segundo comandante al mando de las ACCU, decide liderar este proceso y, 

mediante alianzas, asegurar que tuvieran aliados en los órganos legislativos. Él había sido un prestante 

ganadero cordobés y miembro de la elite departamental, el cual decidió desde mediados de la década del 90 

pasar a la clandestinidad y enlistarse en el aparato armado de Castaño con el fin de combatir a las insurgencias 

(Ponce de León, 2010). De esta manera, al proceder de los círculos políticos y económicos más privilegiados 

de Córdoba, Mancuso sirvió como el interlocutor para construir alianzas y adelantar procesos de 

entrelazamiento social en el campo político con el fin de controlar el acceso a cargos públicos. Así, las ACCU 

pretendian demostrar que su dominación en el Alto Sinú era tal que podian hacer que la población local votaran 

por el candidato que ellos postulasen.  
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Para las elecciones al Congreso de la República en 2002,  este grupo armado, el cual se encontraba en su 

momento de auge, decidió financiar y apoyar la candidatura de dos políticos en el Alto Sinú: Miguel Alfonso 

de la Espriella y Eleonora Pineda10. De la Espriella era un joven político que en las elecciones al congreso de 

1998 había llegado a la Cámara de Representantes de la mano de Juan Manuel López Cabrales, quien era el 

barón regional más poderoso del departamento, por el movimiento Mayorías Liberales. Asimismo, era hijo 

de Alfonso Hernando de la Espriella, el cual era un importante político cordobés que fue Gobernador de 

Córdoba entre 1978 y 1980 (Gobernación de Córdoba, 2010). En las elecciones del 2002 de la Espriella quería 

llegar al Senado de la República y, al ser Juan Manuel  López el candidato de Mayorías Liberales a esa 

corporación, decide salirse del partido y crear el Movimiento Popular Unido (MPU). Sin embargo, ya no 

contaba con el apoyo de la estructura política de Juan Manuel López Cabrales, quien para las elecciones de 

1998 había sacado el 27,6% del total de los votos de Córdoba, ni tampoco tenía el amparo de ningun partido 

tradicional (Ocampo, 2016). 

 

De ahí, al saber que no iba a poder llegar al Senado en 2002 con su maquinaria política, decide aliarse con 

Salvatore Mancuso y, por lo tanto, con las ACCU y las AUC. Mancuso le ofrece apoyar su candidatura al 

Senado siempre y cuando ponga como su fórmula a la Cámara de Representantes a Eleonora Pineda, la cual 

era una concejal de Tierralta que era cercana a Mancuso, pero desconocida en la política regional (López 

Hernández 2008) . Igualmente, de la Espriella se comprometió a defender a las Autodefensas en el Congreso 

y apoyarlos en los proyectos de ley que ellos solicitasen. De ahí, con el apoyo de las ACCU, en 2002,  

consiguió 77,025 votos. 

 

Las distribuciones de las votaciones obtenidas por de la Espriella en 1998 y en 2002 evidencian el cambio en 

la composición de su capital electoral en la escala municipal. Cuando se postuló a la Cámara de Representantes 

su votación se concentró en los municipios de Sahagún, San Andrés de Sotavento y Chinú, obteniendo entre 

el 20 y el 30% del total de los votos en cada uno de estos territorios (López Hernández 2008, 80). No obstante, 

en el 2002 la variación de su electorado cambió significativamente: Valencia y Tierralta se perfilaron como 

los centros electorales que le dieron el triunfo en su carrera hacia el Senado.  En Valencia sacó, 

aproximadamente, el 80% del total de los votos del municipio y en Tierralta estuvo alrededor del 70%. En las 

elecciones anteriores ninguno de estos dos municipios había estado siquiera entre los primeros cinco donde 

más votos había obtenido él:  

 

Tabla 10: Votación Cámara de Representantes en Valencia (1998).   

Candidato  Votación  

Fredy Ignacio Sánchez  2079 

Reginaldo Enrique Montes  1638  

Luis Carlos Santana 1275 

Amaury Rafael García 701 

Zulema Jattin 635 

 
10 Las ACCU apoyaron a mas candidatos en Córdoba en estas elecciones, pero en el Alto Sinú su caudal electoral fue 

a parar, principalmente, en Pineda y de la Espriella. Esta investigación se concentra en ellos dos.  
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Miguel Alfonso de la Espriella 606  

Fuente: CEDE, RGN( Elecciones 2018). Tablas: Elaboración propia 

 

Tabla 11: Votación Cámara de Representantes en Tierralta (1998)  

Candidato  Votación 

Freddy Ignacio Sánchez 6039 

Miguel Alfonso de la Espriella 2722 

Zulema Jattin  2080  

Luis Carlos Santana 1622 

Fuente: CEDE, RGN (Elecciones 2018). Tablas: Elaboración propia  

 

Como se muestran en las tablas, de la Espriella, en las elecciones de 1998,  en ambos municipios no había 

conseguido votaciones significativas. En Valencia quedó de sexto, muy lejos de Fredy Sánchez que, con 2079 

votos, fue el candidato más votado a esa corporación en el municipio. En Tierralta, si bien subió escalones y 

quedó de segundo en la votación, sacó la mitad de los votos de Fredy Sánchez, el cual había obtenido 6039 

votos.  

 

De ahí, se evidenciaba que este candidato, si aspiraba a llegar al Senado en 2002, debía aumentar su votación 

en el Alto Sinú, para no quedar tan lejos de Juan Manuel López y de Mario Salomón Nader Muskus, los cuales 

habían sido elegidos senadores en 1998. Por lo cual, como su capital político estaba estancado decidió recurrir 

a las ACCU, que era el único actor armado que, siendo una organización relevante en el Alto Sinú, podía 

brindare los votos restantes para ganar las elecciones. A partir de esto,  su votación aumentó sustancialmente 

en el 2002: 

 

Tabla 12: Votación Senado de la República en Valencia (2002):  

Candidato Votación 

Miguel Alfonso de la Espriella 5725  

Juan Manuel López Cabrales 567 

Mario Salomón Nader Muskus 459 

Fuente: CEDE, RGN (Elecciones 2018). Tablas: Elaboración propia.  

 

Tabla 13: Votación Senado de la República en Tierralta (2002): 

Candidato Votación  

Miguel Alfonso de la Espriella 8675 

Juan Manuel López Cabrales 1369 

Mario Salomón Nader Muskus 132 

Fuente: CEDE, RGN (Elecciones 2018): Tablas: Elaboración propia.  

 

El cuantioso aumento de su base electoral en el Alto Sinú solamente se podía explicar a partir del apoyo que 

las ACCU le dieron a su candidatura. Sus bastiones electorales habían pasado de ubicarse en las subregiones 
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del San Jorge y de Sabanas y Ciénagas a insertarse en Alto Sinú. En Valencia, con respecto a 1998, había 

expandido su capital electoral en 5100 votos, lo que representaba que su votación había subido en un 900% y, 

por ende, fue el candidato más votado en el municipio. Sus inmediatos rivales, como Nader y López, sacaron 

votaciones muy bajas, lo cual, posteriormente, se explicaría a la luz del papel coercitivo que desempeñaron las 

ACCU al instigar a las poblaciones a que votaran por de la Espriella y no por los otros (Dargent, Muñoz. 

2011).  

 

Sorprendía, sobre todo, que López Cabrales, el cual cuatro años antes había sacado 5113 votos, redujera su 

votación en Valencia en un 90%: solamente obtuvo 567 votos en el 2002. Ocampo (2016) detalla que el 

retroceso electoral de este barón regional se debió también al conflicto que mantenía de años atrás con las 

ACCU y las AUC, ya que no quería colaborar con ellos. Así se vio la clara influencia de este actor armado en 

la victoria de Alfonso de la Espriella, pero también en el debilitamiento electoral de López. Asimismo, en 

Tierralta, de la Espriella fue el candidato más votado: sacó 8675 votos y, con respecto a 1998, aumentó su 

votación en 5953 votos. En este municipio fue el claro vencedor y superó con creces a sus adversarios. En 4 

años pasó de ser un político regional de rango medio, que difícilmente podía aspirar a aumentar su capital 

electoral, a derrotar en las elecciones del Senado a los dos barones regionales más importantes de Córdoba: 

Nader y López.   

 

Años después,  en una entrevista realizada a Mancuso,  se le preguntaría por este evento inusual en el que de 

la Espriella había conseguido tantos votos en estos municipios. Él respondió lo siguiente:  

 

“Sobre el caso de Eleonora Pineda y Miguel Alfonso de la Espriella digo lo siguiente: Eleonara, que era una 

campesina sin ningún apoyo político, nunca hubiera llegado a la cámara de representantes sin nuestro apoyo. 

Con respecto a de la Espriella  la situación es un poco distinta: si bien él era miembro de la clase política su 

capital electoral iba en caida y escasamente se podía mantener en la Cámara, por ende recurre al apoyo de las 

AUC para poder llegar al Senado de la República” (AP, 15).   

 

Como explica Mancuso, resultaría clave el apoyo de las Autodefensas, puesto que de lo contrario de la 

Espriella no tenía ninguna posibilidad de aspirar a un puesto en esa corporación política. Asimismo, las ACCU 

salieron beneficiadas porque consiguieron que un miembro de la clase política tradicional se aliara con ellos 

y, de esta forma, darle legitimidad a su proyecto político. El caso de Eleonora Pineda, que fue su fórmula a la 

Cámara de Representantes en el 2002 , también muestra el grado de dominación que las ACCU tenían en el 

Alto Sinú. A diferencia de Miguel de la Espriella, ella no contaba con ningún capital político y tampoco era 

conocida más allá de su municipio de origen: Tierralta. Su primera experiencia política había sido en las 

elecciones al Concejo de Tierralta en el 2000 donde obtuvo 748 votos y consiguió una curul (Ocampo, 2016). 

Era cercana a Salvatore Mancuso y él, aprovechando que ella no tenía denuncias en contra y era una 

desconocida en la política regional, la apadrinó y le consiguió en el 2002 un escaño al Congreso de la 

República. Su meteórica carrera política la llevó a que en menos de dos años multiplicará su poder electoral y 

fuera la congresista más votada del país en esta corporación (López Hernández, 2008).  
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Pineda, en estas elecciones, obtuvo 82,052 votos (CNE, 2002) y fue la representante a la cámara más votada 

en el país. En su primera participación había conseguido sacar más votos que políticos cordobeses consagrados 

como Zulema Jattin (61,522 votos) y Reginaldo Montes (48,302 votos). Del mismo modo, a nivel nacional 

había superado en votación a figuras reconocidas como Gustavo Petro (78,895 votos) y Gina Parody (74,981 

votos). De ahí,  su victoria suscitó todo tipo de polémicas, puesto que, desde el principio, se sospechó que las 

AUC y las ACCU habían influido notoriamente en su victoria electoral (AP, 16). Además, ella siempre 

reconoció que era cercana a comandantes de la organización, como Mancuso y Don Berna.  

 

Cámara de Representantes: Votación en el Alto Sinú, 2002.  

 

Tabla 14: Votación Cámara de Representantes en Valencia (2002). 

Candidatos  Votación  

Eleonora Pineda  5924 

Reginaldo Montes 359 

Fredy Ignacio Sánchez  69 

Fuente: CEDE, RGN (Elecciones 2018)Tablas: Elaboración propia 

 

Tabla 15: Votación Cámara de Representantes en Tierralta (2002) 

Candidatos  Votación  

Eleonora Pineda 11897 

Fredy Sánchez  467  

Reginaldo Montes  107 

Fuente: CEDE, RGN (Elecciones 2018). Tablas: Elaboración propia 

 

Como se muestran en las tablas, gran parte de su caudal político, al igual que el de Alfonso de la Espriella, se 

concentró en el Sur de Córdoba. Especialmente, en Valencia y Tierralta había tenido una votación altísima: el 

79% de los votos registrados en Valencia habían sido para ella y en Tierralta esta cifra había llegado al 82% 

(López Hernández, 2008) . Así, pasó de obtener 748 votos en su elección al Consejo de Tierralta en el 2000 a 

conseguir, dos años después, 11897 votos, lo cual resalta el grado de influencia que las ACCU tenían sobre la 

población del Alto Sinú, ya que Pineda aumentó su capital electoral en más de 1400%. Asimismo, sorprende 

que Fredy Sánchez, quien cuatro años antes había sacado la votación más alta en este municipio, perdiera 5500 

votos: En las elecciones del 2002 solamente obtuvo 467 votos. Esto se explica, así como ocurrió en el caso de 

López Cabrales, a causa del clientelismo armado ejercido por las ACCU: la coerción ejercida por esta 

organización generó que parte de su electorado votará por Pineda. Al contrario de lo que ocurrió en las 

elecciones a la cámara de 1998, donde hubo una competencia pareja entre los distintos candidatos,  en el 2002 

Pineda monopolizó el 82% de los votos totales del municipio. 

 

Igualmente, en Valencia se replica esta práctica y ella obtiene 5924 votos. El candidato que quedó de segundo 

en la votación fue Reginaldo Montes, quien apenas obtuvo 359 votos y, al igual que Sánchez, vio reducido 

ampliamente su caudal electoral con respecto a 1998. Ella, incluso, al ser la candidata interna de las ACCU, 
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saco mayor votación que de la Espriella en ambos municipios.  De esta manera, se evidencia que los procesos 

de entrelazamiento social adelantados por este actor armado, con el pasar de los años, fueron evolucionando 

y diversificándose tanto a nivel subregional -es decir, en el Alto Sinú- como en todo el departamento de 

Córdoba. A medida que amasaron mayor poder y fueron aumentando su presencia en el diario vivir de las 

personas, gracias a su consolidación como actor sociopolítico a partir de los entrelazamientos anteriormente 

detallados,  pudieron utilizar el caudal electoral de estos municipios para impulsar al Congreso de la República 

candidatos cercanos a ellos.  

 

A partir de esto, las estrategias electorales empleadas por la organización en el 2002 evidencian, a su vez, que 

los procesos de entrelazamiento con la comunidad política regional se dan de dos maneras: el apoyo a de la 

Espriella muestra que las ACCU quieren aliarse con miembros de la clase política regional, los cuales tienen 

legitimidad en la arena nacional, con el fin de que estos sirvan como intermediarios políticos para las 

eventuales de negociaciones de paz que se deben adelantar con el Estado (Gutiérrez, 2015; Ocampo, 2016). 

Además, como este grupo armado tenía vetado crear un movimiento político, debieron aproximarse a los 

políticos tradicionales y negociar con ellos la distribución de los representantes y senadores que representarían 

a Córdoba ante la nación. Como las ACCU para finales de los 90 tenían un capital armado y económico 

significativo y habían construido lazos con miembros de las élites -gracias a las influencias que tenía Mancuso 

y el respeto que había ganado Castaño como señor de la guerra – lograron concretar acuerdos y esto se vio 

reflejado en las elecciones del 2002: miembros en decadencia de la clase política, como de la Espriella, se 

aliaron con las ACCU y le entregaron sus banderas políticas a la organización. Su única forma de sobrevivir 

políticamente era aliándose con ellos.  

 

Por otro lado, el caso de Eleonora Pineda muestra otra faceta de las ACCU: no solamente se alían con 

miembros de la clase política cordobesa, sino que también, intentan fortalecerse en el escenario político a partir 

de la consolidación de figuras políticas propias. El apoyo de Castaño y Mancuso a ella procede de la estrecha 

relación que había entre ellos: se conocían de años y Pineda era cercana a la organización. De ahí, le apostaron 

a impulsar su candidatura, aún a sabiendas de que no era conocida, con el fin de que gente de su confianza 

llegará directamente a puestos de poder en el aparato legislativo. Así, le mostraron a la sociedad regional y 

nacional que su influencia era tal que podían poner congresistas sin necesidad, exclusivamente, de remitirse a 

miembros de la clase política regional. 

 

Igualmente, este era el punto de partida para que, en los próximos años, se lanzara un plan mucho más 

ambicioso que buscaría que las ACCU y las AUC fueran reconocidas por fin como agentes políticos. Por 

ende, congresistas electos gracias a la organización ( como Pineda y de la Espriella) presionaron para que se 

abrieran las negociaciones de paz con las AUC, lo cual se desarrollaría entre 2003 y 2006. Incluso, gestionarían 

el arribo de Salvatore Mancuso, Don Berna y Ernesto Báez en el 2004, en medio de las negociaciones, al 

congreso para que dieran su punto de vista sobre el acontecer del conflicto armado colombiano (AP, 17). Así, 

Pineda y los demás sirvieron como fachada para insertarse al Estado con una agenda política definida que 

tenía como fin, durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, conseguir los apoyos necesarios para que ellos 

pudieran ocupar un lugar en la mesa de las negociaciones de paz.    
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4.9 Consideraciones finales:  

 

La presente sección estudió los procesos de entrelazamiento social que las ACCU adelantaron en tres frentes: 

Negociaciones de paz, narcotráfico y parapolítica. De esta manera, se realizó un análisis histórico que hizo 

énfasis en cómo las mutaciones internas de esta organización, a la luz de su expansión política, armada y 

económica, incidieron en la estructuración de nuevos repertorios que les permitieron integrarse con la 

población e ir estructurando su faceta como actor sociopolítico. Así, haciendo énfasis en los repertorios 

emocionales, la evolución demográfica, la espacialización del conflicto armado y las incidencias tanto 

económicas como culturales del narcotráfico, se tejió un relato que evidenció el grado de dominación que esta 

organización pudo tener en esta subregión.   

  

Asimismo, el componente geográfico desempeña un papel principal, ya que las ACCU se forman como un 

aparato armado que tiene influencia en Antioquia y Córdoba. De ahí, el análisis de las configuraciones 

territoriales sirve para rastrear cómo los cambios en los frentes de lucha entre ACCU,  FARC y FF.AA 

permiten la consolidación de áreas de dominación en los que las Autodefensas, ya sin enemigos cerca, 

adelantan sus experimentos como agentes reguladores de la vida social con el fin legitimarse como actores 

políticos. Por lo tanto, hay un interés de diversificar los aparatos sociales existentes, pero, a su vez, de volver a 

la población local más dependiente de ellos con el fin de vigilarlos y controlar cualquier insurrección local. 

 

Así, en primera instancia, utilizan la violencia para desplazar a las comunidades afines a las insurgencias y 

acabar con todos los lazos sociales preexistentes en el territorio. De esta manera, reorganizan a las poblaciones, 

dan tierras e incentivan la migración de grupos de otras subregiones con el fin de construir un cerco de 

protección en el que tengan el apoyo en Tierralta y Valencia. Estos procesos de migración forzada son el 

preámbulo de un proyecto ambicioso en el que, bajo la dirección de Castaño y de Mancuso, las ACCU se irán 

legitimando en la arena regional y nacional como un proyecto político-armado. Por consiguiente, las 

transformaciones internas que experimenta este actor inciden en el tipo de entrelazamientos que adelanta con 

las comunidades y, a su vez, en la forma en que cristaliza su dominación en estos municipios.  

 

Se escogió como tiempo de estudio el periodo entre 1994 y 2002, puesto que fue bajo la comandancia de 

Castaño y de sus lugartenientes que se tejió este proyecto político-armado que, haciendo uso de todas las 

formas de lucha, le permitió a las ACCU hacerse un espacio dentro de la sociedad cordobesa. Si bien es cierto 

que esta organización armada estuvo activa hasta 2006, que fue cuando la mayoría de los bloques de las AUC 

se sometieron a los acuerdos de paz firmados con el Estado, el auge de las ACCU se concentró en el periodo 

de tiempo estudiado, ya que después hubo múltiples disputas internas que los mermaron militar y 

políticamente. Las luchas intestinas entre los comandantes del Estado mayor de las AUC derivo en el asesinato 

y el debilitamiento de varios de sus miembros: Rodrigo “Doblecero” y Carlos Castaño, ambos pertenecientes 

al grupo de los “paras puros”, serían asesinados en 2004 por otros comandantes que discrepaban con ellos 

sobre el tema del narcotráfico. Asimismo, “El Alemán” perdería poder, ya que también pertenecía a esta 

facción, y tendría un papel secundario en las negociaciones de paz que las AUC adelantarán con el Estado en 
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estos años. Por consiguiente, las ACCU se irían, paulatinamente, desbaratando y perdiendo su relevancia 

militar respecto a los demás bloques paramilitares.  

 

En esta sección se hizo énfasis en la génesis y en el auge de las ACCU en el Alto Sinú , bajo las comandancias 

de Fidel y Carlos Castaño, puesto que esta experiencia regional, que se estructuró alrededor de múltiples 

procesos de entrelazamiento, brindaba la oportunidad de ver como esta organización interactuó con la 

población local y fue creando su faceta política .  De esta manera, para finalizar, es importante recalcar que el 

análisis de este caso de estudio evidencia que, para comprender el accionar de los actores armados, es necesario 

abordar las condicionantes históricas con el fin de tejer un relato que se construye desde lo local y lo nacional 

, el cual, a su vez,  está mediado por múltiples actores estatales, privados e informales.  
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5.  “Aplicar todas las formas de lucha”: Sobre cómo las ACCU se integraron con 

diversos grupos sociales en Montería.    

 

5.1 Antecedentes: Montería, una ciudad formada en medio de la violencia y la desigualdad.  

 

Montería era una entidad municipal que, para finales del siglo XIX e inicios del XX,  se estaba consolidando 

como uno de los epicentros de la actividad económica de Córdoba, puesto que, gracias al boom del caucho y 

de la inversión en ganadería, se formaron grandes haciendas en el norte y centro de la región (Fals Borda, 

1984). De esta manera, este municipio, que está ubicado en la subregión del Centro Sinú,  había experimentado 

un importante desarrollo económico que le permitió destacarse como un centro urbano en crecimiento. 

Igualmente, tenía una posición geográfica favorable, dado que estaba situada en áreas contiguas a varias de las 

haciendas más importantes de la región.  

 

Mapa 5: Montería en escala subregional.   

 

         
Fuente: BANREP; IGAC (Viloria 2004, 10).  

 

A partir de esto, al municipio le favoreció que históricamente había crecido alrededor de tres ejes viales que le 

permitieron integrarse con Bolívar y Antioquia. Su cercanía al Río Sinú, el cual conecta a la ciudad con las 

principales ciudades de Bolívar, le permitió expandir el comercio más allá de las fronteras regionales y llegar 

a nuevos mercados. De ahí, “el municipio logró forjar relaciones políticas y comerciales con Cartagena de 

Indias y con los puertos marítimos de la Costa Caribe” (Instituto Agustín Codazzi. 1989. 285). Por lo tanto, 

durante la primera parte del siglo XX, tendría importantes avances y en 1923 sería ascendida a municipio y en 

1952 a ciudad capital del recién creado departamento de Córdoba (García, 1974). No obstante, desde la década 

del 60 y el 70, Montería afrontó retos operativos y presupuestales significativos para controlar y suplir las 

necesidades de las personas que arribaban a la ciudad (Camacho, 2010). Los ciclos de violencia armada que 

venían afectado al departamento y el alza del desempleo rural presionaron a los campesinos a emigrar de 

forma masiva a Montería.  
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Por un lado, como muestra Hernando Gómez (1976), en el estudio que realizó para Fedesarrollo, en 1970 el 

empleo rural solamente venía creciendo a un ritmo del 1,8% anual, mientras que la población en edad de 

trabajar de origen campesino venía incrementando alrededor del 3,5% cada año. De ahí, la poca capacidad del 

campo de absorber la nueva mano de obra profundizó los procesos de migración dirigidos a Montería. Con 

respecto a la violencia, la irrupción de las insurgencias a mediados de la década del 70 en el Alto Sinú – como 

el EPL y las FARC-EP- propiciarán conflictos en estas subregiones que auspiciaría el arribo “de desplazados 

del sur del departamento a Montería que buscaban huir de la guerra” (Negrete et al. 1999, 6). En este sentido, 

la ciudad, que apenas estaba en un incipiente proceso de expansión de servicios públicos, se ve en la obligación 

de aumentar la oferta de estos y de los centros educativos. No obstante, es incapaz de suplir las carencias de 

los miles de personas que llegan en situación de pobreza y que comienzan a instalarse en zonas de invasión en 

las que no hay control del flujo migratorio ni hay presencia de los órganos estatales (Sánchez y García, 1998). 

En un periodo de 41 años (1952- 1993) la ciudad crecería demográficamente en aproximadamente un 300%: 

 

Gráfica 5: Censo Departamento de Córdoba (1951-1993)  

 
Fuente: (DANE 1964, 1985,1993). Gráfica: Elaboración propia.  

 

Tabla 16: Censo Córdoba (1951-1993) 

Año 1951 1973 1985 1993 

Población  326,263 633,675 1´013,427 1´088,087 

Fuente: (DANE 1964, 1985,1993). Tabla: Elaboración propia.  

 

Gráfico 6: Censo Montería (1951- 1993)  

0

200000

400000

600000

800000

1000000

1200000

1951 1973 1985 1993

Censo Córdoba (1951- 1993) 

Censo Córdoba (1951- 1993)



 53 

 
Fuente: (DANE 1964, 1985,1993). Gráfica: Elaboración propia.  

 

Tabla 17: Censo Montería (1951- 1993)  

Año 1951 1964 1985 1993 

Población  77,057 126,329 224,147 275,952 

Fuente: (DANE 1964, 1985,1993). Tabla: Elaboración propia.  

 

Como lo muestran las gráficas 5 y 6, el aumento demográfico departamental, si bien se dispersó por toda la 

región, tuvo como uno de sus epicentros a Montería, dado que esta ciudad era vista por la población desplazada 

como una promesa de mejor calidad de vida y de seguridad. Según el DANE, esta ciudad pasaría en 1951 de 

tener 77,057 habitantes a tener 224,147 en 1985.  Así,  Montería, en un área que ascendía apenas a 3,141km2,  

albergaría al 25% del total de la población cordobesa en 1985 ( El área de Córdoba, en total,  es de 23,980 

km2). La situación desbordó las capacidades de las autoridades locales, especialmente desde los años 70.  Cada 

vez era más común que en los nuevos barrios que se fundaban no hubiera servicios públicos de ninguna índole 

(Negrete, et al. 1998). Por ejemplo, siguiendo lo expuesto por el DANE, para 1980 de las 104,479 viviendas 

que habían en Córdoba, 60,289 no tenían acceso al acueducto,  al alcantarillado ni a la energía (DANE, 1980). 

Esto -ante la creciente crisis- serviría como un contexto favorable para que se iniciara un ciclo de violencia en 

Montería, el cual se manifestaría con fuerza desde finales de la década del 80 hasta principios del 2000.  

 

5.2 Montería en los 90 : Entre una crisis social sin precedentes y la claudicación de la institucionalidad  

 

La formación de los asentamientos subnormales en Montería, para 1994, concentrarían a 70,934 personas en 

invasiones que estaban dispersas a lo largo de la ciudad (Negrete, 2002). Como desde la época de la Violencia 

esta colonización venía en marcha, para la década del 80 y el 90 habían muy pocos terrenos disponibles para 

construir viviendas. La profundización del conflicto armado en el Alto Sinú, su subregión vecina,  entre las 

ACCU, las FARC-EP y las FF.AA habían disparado el número de desplazados que buscaban refugios en la 

ciudad. Según estimaciones oficiales,  alrededor de 40 o 50 mil personas habían llegado a la capital en los 

últimos nueve años (AP, 18). La mayoría de estos eran provenientes de municipios como Tierralta, Valencia 
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y de áreas del Urabá antioqueño. Así, la ciudad, que desde décadas anteriores arrastraba serios problemas en 

materia de prestación de servicios públicos, se vería desbordada y, por ende, entraría en una crisis fiscal y 

social que iría empeorando. Para 1993, el 26,5% de la población total de Montería vivía en condiciones de 

miseria (Viloria, 2005) y el 55,39% en la pobreza, según el IPM (CEDE, 2018). 

 

De esta manera, habría una disconformidad profunda de la población local a medida que las Necesidades 

Básicas Insatisfechas (NBI) aumentaban, lo cual agravó, aún más, la legitimidad y las capacidades del Estado 

para brindar soluciones a las carencias materiales presentes. Para el año 1997, según cifras del DANE, un 

49,7% de la población vivía sin acceso a agua potable, alcantarillado y aseo. Asimismo, a nivel departamental, 

Córdoba se situaba como una de las regiones más atrasadas en materia de provisión a su población de servicios 

públicos básicos como: el Acueducto y alcantarillado, la energía, la educación y la salud ((Viloria 2005, 307).    

 

A partir de esto, aumentaría sustancialmente la disconformidad de la ciudadanía con el Estado y con los 

miembros de la clase política que controlaban el aparato burocrático local.  La gestión de los alcaldes Jairo 

Ganem Buelvas (1990-1992), Juan González Petro (1992- 1994) y Alfonso León Pereira  (1995- 1997), los 

tres procedentes de los partidos tradicionales, no había servido para frenar la crisis (RGN, 2001). Igualmente, 

cuando se le consultaba a Ángel Villadiego, quien fue el gobernador de Córdoba entre 1998 y el 2000, sobre 

estas problemáticas, alegaba que tanto el departamento como la ciudad venían de una crisis financiera que 

tenía en aprietos la inversión social: “Existe debilidad fiscal. La ausencia de un estatuto tributario, de voluntad 

política y la baja capacidad técnica contribuyeron a la situación deficitaria que viene de años pasados” (AP, 

19). Esto era el resultado de años de malas gestiones económicas del gobierno departamental y local, lo cual 

había imposibilitado la ejecución de programas sociales para alivianar la crisis de los desplazados.  

 

Tabla 18: Situación fiscal del departamento de Córdoba (1998-1999) 

Departamento Deuda total (1998) Relación deuda/ PIB 

(%) (1998) 

Indicador de gastos 

de funcionamiento 

con respecto a gastos 

totales (%) (1999) 

Gastos del 

departamento en 

vivienda urbana y 

rural (1999) 

Córdoba 34,081 millones de 

pesos  

1,4% 78% 268 millones de 

pesos. 

Fuente: Extraído del CGN y de Viloria ( 2002: 24, 32, 48) Taba: Elaboración propia 

 

Como se muestra en la tabla 18, la deuda total de Córdoba, en 1998, ascendía a 34,081 millones de pesos, lo 

cual implicaba un endeudamiento, con respecto a su PIB, del 1,4%. A partir de esto, Viloria (2001) sustenta 

que una de las principales causales del alto endeudamiento de Córdoba era el excesivo presupuesto destinado 

a gastos de funcionamiento – es decir, a la burocracia-. En 1999, el 78% del presupuesto estaba siendo 

destinado hacia los gastos de funcionamiento.  De esto solamente 268 millones iban dirigidos a finalidades 

ligadas a la vivienda urbana y rural, lo cual evidenciaba que no existían los insumos para paliar la crisis 

humanitaria que vivía Montería. 
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5.3 Las ACCU en Montería:  una aproximación a los imbricados procesos de entrelazamiento social 

que adelantó esta organización 

 

En el caso de Montería, donde el Estado se convierte en el principal empleador, se desarrolla “un juego 

perverso que hace depender la acción estatal de la transgresión” ( Ocampo 2020, 114), ya que las comunidades, 

al depender mayoritariamente de la burocracia local y no encontrar otras fuentes de subsistencia,  se ven en la 

obligación de presionar al Estado para que de respuesta a sus carencias materiales. La ciudad, en 1998, tenia 

una tasa de desempleo del 13,9%, que correspondía a 15,430 personas ((Sofán, Giraldo.  2000, 303). Por lo 

tanto, en medio de esta insubsistencia económica del Estado local y de los crecientes reclamos de sectores 

sociales de Montería, entrará un nuevo actor que incidirá en el desarrollo de este conflicto interno: las ACCU. 

Cuando Castaño logró que este grupo armado se constituyera como actor sociopolítico en el Alto Sinú a 

mediados de la década, se preocupo por tener influencia en las subregiones circundantes a su área de dominio. 

Así, Montería, como compartía fronteras con Tierralta y Valencia por el norte, se perfiló como uno de los 

territorios más atractivos para la inserción de las ACCU. Esta ciudad era el centro político, administrativo y 

económico de Córdoba, contaba con un número de población importante – por lo cual, era perfecto para 

aumentar las bases sociales- y era el espacio regional que mayor injerencia tenía dentro de la vida política 

nacional. Por lo tanto, cualquier gestión social que las ACCU adelantarán en Montería sería más visible para 

los medios de comunicación regionales y nacionales.  

 

A partir de esto, Carlos Castaño, quien siempre vio “en el fortalecimiento social y político de las ACCU el 

camino para la progresiva construcción de un proyecto político alternativo” (AP, 20), adelantó un modelo 

híbrido de entrelazamiento en el que, a diferencia de lo que hizo en el Alto Sinú, no buscó apropiarse de los 

principales campos económicos y sociales del territorio. Por el contrario, las ACCU se limitaron a tener un 

papel secundario, ya que no tenían posibilidades de apoderarse integralmente de un territorio urbano tan 

grande como Montería. En este espacio, que estaba medianamente integrado a la vida nacional, hacían 

presencia el Estado y las elites departamentales. Por lo tanto, al no poder adelantar los grandes proyectos de 

entrelazamiento que venían ejecutando en la subregión circundante, se decantan por ayudar a desplazados y a 

miembros de la elite. De esta forma, mediante estas ayudas, pretendían hacer un espacio que les permitiera 

presionar al estado central para que los reconociera como el tercer actor dentro del conflicto armado. Es así 

que se adentraron de forma discreta en la ciudad, a finales de los 90,  mediante tres actores plenamente 

constituidos que, a su vez, eran aliados de ellos: FUNPAZCOR, GAMACOR y el Comando Central Muerte 

a Invasores (CCMI).   

 

5.4 FUNPAZCOR: La donación de tierras como estrategia política.  

 

En Montería, a medida que finalizaba la década del 90, la situación se hacía cada vez más insostenible: el 

número de invasiones había subido hasta tal punto que en “Cantaclaro”, el cual era el asentamiento subnormal 

que más población tenía en la ciudad, “pasó de tener 23,500 habitantes -en 1994- a tener 34,200 en 2001” 

(Negrete 2002, 39). Así, en solo 7 años, este barrio irregular se había expandido demográficamente en 

aproximadamente el 30 %. Igualmente, como detalla Negrete (2002), esto se había reflejado en el resto de 
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invasiones que habían en la ciudad, puesto que, dentro de los 31 asentamientos subnormales que persistían, la 

población había aumentado de 70,934 a 83,245 en este periodo de tiempo. 

 

De esta manera, las ACCU, al ver que uno de los problemas centrales en Montería radicaba en el acceso a la 

vivienda urbana,  trasladan a sus ONG a la ciudad para que adelanten gestión social y ayuden, parcialmente, 

en la reubicación de esta población vulnerable. La principal organización que hará presencia en el territorio 

será FUNPAZCOR. Esta ONG, como se detalló en la sección anterior sobre el Alto Sinú,  había donado tierras 

a campesinos desplazados y a desmovilizados del EPL y de las FARC entre 1995 y 1996. Como organización, 

tenía una trayectoria importante que le había dado cierto estatus y legitimidad a nivel regional. Las ACCU 

utilizaron a FUNPAZCOR para poder insertarse dentro de las disputas locales que, cada vez más, eran 

palpables dentro de la sociedad monteriana.  

 

Abrieron una sede de la ONG en el centro de Montería, cerca al Comando de Policía de Córdoba, para entablar 

diálogos y posibles soluciones con los desplazados locales. Así, pretendían que la sociedad regional y nacional 

vieran a FUNPAZCOR como una organización enfocada, exclusivamente, a la gestión social y al desarrollo 

local agrario. De esta forma, buscaban introducir una nueva narrativa: que su misión, a diferencia de la de la 

guerrilla, no era acabar con la institucionalidad, sino que era “crear presencia del Estado en las áreas en las que 

hacían presencia” (Ballve 2020, 91). Es decir, que reconocían las instituciones legítimas y defendían al Estado 

de derecho y, por consiguiente, su presencia en la ciudad correspondía a motivos antisubversivos y sociales.  

 

Antes de ahondar directamente en la crisis social del 2000 y en papel desempeñado por FUNPAZCOR, resulta 

útil hacer un diagnóstico de la situación de la tenencia de la tierra que había en Montería antes de que iniciaran 

las protestas de los desplazados, puesto que el eje del conflicto fue el acceso a este capital. Como lo explica 

Víctor Negrete , entre el año 1998 y el 2001,  el 76% de los predios en Montería eran de menos de 20 hectáreas 

y, a su vez, solamente ocupaban el 13,6% del área total de tierra existente en todo el municipio. Por el contrario, 

los predios mayores de 100 hectáreas, que solamente representaban el 5,6 % del total de los predios, 

acaparaban el 55,8 % del área total de la tierra (Negrete 2002, 12). Igualmente, “había un cinturón de 1500 

hectáreas,  de las 4962 que conforman el caso urbano de Montería, que estaban compuestas por 37 barrios 

subnormales que rodeaban esta capital y representaban, aproximadamente, el 25% del área habitable, según 

un estudio del Instituto Agustín Codazzi” (AP, 21).   

 

5.4.1 Las protestas del 2000: El papel de FUNPAZCOR y del CCMI en la crisis de Montería.   

 

A la luz de este terrible panorama que vivía Montería, el cual es el resultado de décadas de violencia y de 

desplazamiento forzado, en Marzo del año 2000 ocurrirían las protestas sociales más grandes que se hayan 

visto en la historia reciente de la ciudad: todo inició el 6 de Marzo cuando mil funcionarios de la policía 

entraron a la invasión “La Esperanza”, ubicada en el sur de Montería,  con el propósito de recuperar 22 

hectáreas que le pertenecían a Marlo Giraldo, que era un importante empresario de la ciudad. Estos terrenos 

eran habitados por decenas de familias que, al ver este hecho, no dudaron en enfrentarse con la Fuerza Pública 

para evitar la confiscación del predio. En esta invasión vivían, fácilmente,  800 personas, lo cual generó una 
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revuelta que propiciaría disturbios significativos en esta área de la ciudad. La situación era tal que, como 

señalaba Carlos, uno de los desplazados: “no nos vamos de acá ni a las buenas ni a las malas” (AP, 22).  

 

Esta avanzada gubernamental en contra de los desplazados de “La Esperanza” generó un efecto dominó en 

varios de los demás asentamientos subnormales de la ciudad. Así, en otros barrios de invasión, sus pobladores 

salieron a protestar y chocaron con las unidades policiales que intentaban desalojarlos. En estas invasiones 

habían más de 40,000 personas y, por ende, hubo una batalla campal en casi toda la ciudad (AP, 23). A medida 

que pasaban los días la crisis se iba profundizando y los medios de comunicación nacionales, al ver el estallido 

social que vivía Montería, no dudaron en ir y cubrir estos episodios. En la entrevista que les realizaron a varios 

representantes de las familias que estaban ubicadas en estas invasiones se repetía la misma respuesta: 

“Ocuparemos este lote porque nos movió la necesidad” (AP, 24).  

 

A partir de esto, la presión aumentó para el alcalde porque parecía que se había llegado a un punto muerto en 

las negociaciones con los denominados “invasores” y el Estado no tenía como paliar la crisis social. Cuando 

se le preguntó por esto, hizo énfasis en como años de mala gestión económica habían llevado a Montería a tal 

punto que “no había plata ni pa los tintos”: “La crisis del municipio ha llegado a tal punto que todos los 

vehículos oficiales están embargados y el alcalde Francisco Burgos De la Espriella le toca desplazarse en su 

automóvil particular. Es tan precaria la situación que semanalmente los empleados públicos recogen entre 

todos para comprar café y azúcar” (AP, 25).  

 

Como la alcaldía no estaba en la capacidad de ofrecer soluciones a los desplazados, FUNPAZCOR aprovecha 

para mediar en las disputas que hay entre estos dos actores y ofrecer soluciones alternativas para finalizar el 

conflicto: El 10 de marzo el presidente de FUNPAZCOR, Luis Fragoso Pupo, mandó un comunicado a la 

opinión pública:  

 

“La fundación para La Paz de Córdoba ( FUNPAZCOR) decidió donar 30 hectáreas de tierra para reubicar a 

las personas que actualmente se encuentran invadiendo cinco terrenos de propiedad privada en Montería. La 

junta directiva decidió donar uno de los tres lotes que poseen en el perímetro urbano de Montería, para que la 

administración Municipal adelante los respectivos planes de vivienda que cobije 13 mil invasores” (AP, 26) 

 

En esta misiva FUNPAZCOR oficializa que pone en manos de la administración local 30 hectáreas de tierra 

para que sean distribuidas entre la población desplazada que vive en los barrios de invasión. Este hecho 

muestra cómo la organización lo que busca es darle herramientas al Estado local para que pueda dar respuestas 

a las problemáticas que vive la población. Es decir, ellos hubieran podido, así como lo hicieron en el Alto Sinú, 

dar tierras directamente a las comunidades y llevarse todo el rédito político. Sin embargo, en este caso, se 

remitieron al Estado para que éste tomara posesión de los terrenos y los redistribuyera, acorde a sus criterios, 

entre la población desplazada. De ahí, mostraban ante la opinión pública su “generosidad” con la sociedad 

monteriana, pero también le daban cierto grado del manejo de la crisis a las autoridades locales. Con respecto 

a esto, el alcalde señaló lo siguiente: 
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“El alcalde, Francisco Burgos de La Espriella, se mostró complacido con la iniciativa y reiteró que para la 

administración era literalmente imposible asumir un compromiso de este tipo, por la falta de recursos. Confió 

en que este primer paso sirva para recuperar la tranquilidad en la ciudad” (AP, 27).   

 

La respuesta de Burgos muestra que FUNPAZCOR, aunque se sabía que era una organización financiada por 

las ACCU, era vista como una entidad “respetada” en Montería. Al alcalde no le incomodaba que esta ONG 

utilizara recursos para brindar respuestas a la crisis, aun cuando esa debería ser la función del Estado. Por el 

contrario, “se muestra complacido”, lo cual resalta que FUNPAZCOR, para los funcionarios estatales locales, 

no era una amenaza para su dominio, sino que era el aliado que ejerce funciones complementarias a ellos.   

 

Tres días después de que FUNPAZCOR ofertara tierras para acabar con el conflicto social que vivía Montería, 

comenzaron a llegar amenazas de muerte contra líderes, coordinadores y voceros de los barrios de invasiones. 

Los panfletos eran enviados por un grupo denominado “Comando Central Muerte a Invasiones” (en adelante 

CCMI), el cual decía los siguiente:  

 

“Todas las personas pacifistas que han invadido estas tierras, y sabemos que son mayoría, que por su bienestar 

y el de los suyos, desalojen esta propiedad y acojan la generosa oferta hecha por FUNPAZCOR, pues no se 

puede permitir que este mal ejemplo se apodere de Colombia” (AP, 28).  

 

Además, exigían que los grupos invasores abandonaran los predios a más tardar el día siguiente a las 5 de la 

mañana. Estos panfletos fueron distribuidos por Montería y sembraron el terror dentro de los miles de 

invasores que habitaban en los asentamientos subnormales. Hasta antes de esa fecha nunca se había escuchado 

nada sobre esa organización que, según el panfleto, tenía la capacidad armada para desplazar a todos los 

invasores. El CCMI, desde el principio, aclaró que no tenía vínculos con los propietarios de los terrenos ni con 

las ACCU. Sin embargo, esta información es muy poco creíble, dado que la aparición espontánea de este 

grupo armado se daba en la zona central de dominación de las ACCU. Por consiguiente, después de ver la 

faceta de las ACCU como actor hegemónico en el Alto Sinú que tuvo la posibilidad de expandir sus redes de  

dominio y de presencia hacia el Urabá antioqueño y Montería, resulta poco factible que un órgano armado 

paralelo haya podido emerger en un contexto en el que este grupo armado tenia una fuerte influencia. Eral tal 

el poder que detentaban las ACCU que, para inicios del 2000,   “los últimos pronunciamientos del 

departamento de Estado y en diversos informes de la prensa de Estados Unidos, Córdoba es considerada como 

la primera región colombiana ven caer absolutamente bajo el dominio de las autodefensas” (AP, 29). 

 

A partir de esto, es posible sugerir que el CCMI era un brazo armado urbano de las ACCU que intentaba por 

las vías armadas desplazar a los invasores y acabar con los espacios de resistencia social que se habían 

configurado en la ciudad. No era un secreto que el estallido social campesino en Montería no solamente estaba 

afectando al Estado, el cual estaba cada vez más limitado, sino que también al grado de dominio que las ACCU 

tenían en la región. Castaño, en los medios de comunicación, constantemente se ufanaba de que en los 

territorios donde hacía presencia no había lucha social (Aranguren, 2001). No obstante, la violencia 

desencadenada por las protestas campesinas estaba poniendo en tela de juicio si él verdaderamente tenía el 

control de la región. El periódico VOZ, que es de una orientación política de izquierda, hacía énfasis en esto y 
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sugería que:  “los hechos de Montería indican que la lucha social por las reivindicaciones esenciales del pueblo, 

puede desbordar incluso la férula paramilitar” (AP, 30).  

 

De esta manera, la irrupción del CCMI, en este contexto de insurrección social, puede ser comprendido como 

una ofensiva militar orquestada por las ACCU que pretendía acabar con las invasiones campesinas, dado que 

los paramilitares veían esto como  “un mal ejemplo para el país”. Así, las ACCU implementaron todas las 

formas de lucha para, de manera conjunta, entrelazarse con la población desplazada y con las élites ganaderas 

de la ciudad. Por un lado, mediante FUNPAZCOR, donaban tierras a los invasores para ganar el apoyo de 

sectores populares -al satisfacer sus carencias materiales- y el de la alcaldía, dado que los entes 

gubernamentales no tenían las capacidades para ofertar predios. Por el otro, haciendo uso de la violencia – que 

era su principal recurso- adelantaban operativos militares en la ciudad con el fin de obligar a los invasores a 

irse de los lotes ocupados y, en algunos casos, a aceptar la propuesta de FUNPAZCOR.  

 

Estas ofertas les permitían ganar el respaldo de ganaderos y empresarios de la ciudad que habían visto cómo 

los desplazados se apoderaban de lotes de su pertenencia y, ahora, gracias al accionar del CCMI, iban a volver 

a ser de su propiedad. Igualmente, consiguieron acabar con las protestas sociales y, por lo tanto, con los focos 

de resistencia que estaban desestabilizando el dominio del Estado en la ciudad. Así, ganan el raspado y el 

agradecimiento de miembros de estos órganos, lo cual deja en evidencia que su accionar iba orientado a 

estabilizar el territorio, eliminar cualquier tipo de insurrección y mostrarle tanto a las elites locales como a los 

sectores populares que tenían agencia en el diario vivir de Montería.  

 

En consecuencia, a la luz de la presión orquestada por las ACCU en el campo social y militar, miles de 

personas desalojaron el 15 de marzo los predios que estaban ocupando cerca al barrio Mogambo. Uno de los 

invasores, que pidió que su nombre no fuera relevado, expresó lo siguiente: “No quisimos esperar a que se 

cumpliera lo que decía el papel. Abandonamos de una vez, pues nos iban a eliminar a todos“ (AP, 31). Por 

consiguiente, las amenazas paramilitares surtieron efecto y, ante el miedo de ser asesinados, 3500 personas 

abandonaron algunas de las principales invasiones que habían sido el epicentro del conflicto con el Estado. 

Por lo tanto, las ACCU lograron su objetivo y, en primera instancia, al no endilgarse las acciones realizadas 

por el CCMI , pudieron seguirse mostrando ante la sociedad civil como un actor de naturaleza sociopolítica 

que, en la ciudad, no utilizaba métodos violentos.  

 

5.5 Terratenientes y ACCU:  Una alianza de clase que tiene repercusiones en la vida política y social de 

la ciudad. 

 

El arribo de las ACCU a Córdoba, como se explicó en la sección anterior, se dio gracias al apoyo que Fidel 

Castaño recibió de ganaderos y de políticos de la región para que expandiera las operaciones de su aparato 

armado en el Alto Sinú con el fin de debilitar a las insurgencias y regresar el orden y la paz al territorio (Duncan, 

2009). De ahí, cuando lograron consolidarse como autoridad en el Alto Sinú, buscaron tejer redes de influencia 

y de apoyo en Montería. En esta ciudad, por su conformación histórica, era donde vivían una parte importante 

de los ganaderos más ricos del departamento que, por el conflicto armado, se vieron en la obligación de 

emigrar a espacios urbanos donde podían tener mayor seguridad (Wills y Rivera, 2009). Por lo cual, cuando 
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este grupo paramilitar, a finales de los 90, puso su estrategia en marcha para adentrarse en Montería,  

encontraría en sectores de esta clase social un apoyo importante para impulsar el proyecto político- armado de 

la organización. Así, algunos terratenientes pedirán un trato político hacia los paramilitares y, desde sus puestos 

de poder, intentaran legitimar el status político de estos en Montería, que es donde tienen mayor prestigio y 

capacidad de influencia.  

 

A partir de esto, Rodrigo García Caicedo, quien fue el presidente de la Federación de Ganaderos de Córdoba 

(en adelante GAMACOR) entre 1988 y 1996, desempeñó un papel fundamental como intermediario y vocero 

de los sectores civiles que simpatizan con esta organización armada. Desde un principio, al ser el representante 

oficial de sectores ganaderos,  mantuvo contactos con altos funcionarios del Estado colombiano para que a las 

ACCU se les reconociera como el tercer actor armado en el conflicto armado.  En 1995, cuando este grupo 

armado se estaba expandiendo militarmente y comenzaba a tener visibilidad nacional, García le solicitó al 

Ministro del Interior, Horacio Serpa, que estudiará la solicitud de negociar la paz con las autodefensas:  

 

“La solicitud de negociar la paz con los grupos de autodefensas cordobeses fue presentada por el presidente 

de la Federación de ganaderos, Rodrigo García Caicedo, al ministro de gobierno, Horacio Serpa, con el 

argumento de que la experiencia vivida en Córdoba ha enseñado que todos los factores involucrados en el 

conflicto deben ser los actores principales de un proceso de paz. En ese sentido, el gremio de ganaderos de 

esta región dijo estar de acuerdo con la petición que en tal sentido acaba de formular el episcopado 

colombiano” (AP, 32).  

 

De esta manera, García, a lo largo de la existencia de las ACCU, se esforzaría por incorporar a este actor a las 

discusiones políticas regionales – donde él tenía mayor influencia-, pero también en cuestiones de la vida 

política nacional. Asimismo, creó lazos cercanos con Fidel y Carlos Castaño a quienes conocía desde 

mediados de la década del 80 cuando ellos fundaron el grupo paramilitar “los tangueros”. Por consiguiente, se 

convertiría en un puente de comunicación con los gobiernos de turno que, eventualmente, buscaban la 

desmovilización de este grupo armado. También,  sería uno de los principales aliados políticos de Carlos 

(Aranguren, 2001). Por lo tanto,  su accionar en Montería, donde era una de las cabezas visibles del sector 

ganadero, le permitió resistir la presión mediática que se estaba originando en contra de las Autodefensas y, 

de esta forma, ayudar a expandir las bases políticas de las ACCU.  

 

A partir de esto, a medida que las ACCU expanden sus procesos de entrelazamiento social en el Alto Sinú , 

desde Montería los sectores ganaderos que los apoyan intentan crear la narrativa de que las Autodefensas están 

trayendo la paz a la región. Así, cuando se está discutiendo el importante papel que Castaño desempeñó en la 

desmovilización de los reductos del EPL en 1996, García aprovecha este suceso para impulsar esa visión:  

 

“El dirigente calificó a los hermanos Castaño Gil como los grandes benefactores de la paz que actualmente 

vive Córdoba, al asegurar que si ellos no llegan a este territorio la violencia seguiría siendo reina en todas sus 

áreas. Consideró como humanitaria la decisión de los Castaño de recibir a los nuevos desmovilizados del EPL. 

Dijo que pese a todos los calificativos que se han hecho en contra de las autodefensas, estas se convirtieron en 

las abanderadas de La Paz en una región abandonada por el Estado” (AP, 33)   
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Al concebir a Córdoba como “una región abandonada del Estado”, se están reproduciendo unos repertorios 

emocionales de rabia contra un Estado “ausente” que ha dejado a la sociedad civil a merced de la violencia 

insurgente. De ahí, resulta clave como García, desde su puesto de poder, va afianzando una posición crítica 

hacia el Estado y mostrando a las ACCU como una alternativa de poder que ha traído la paz a Alto Sinú y, si 

se lo propone, puedo hacerlo también en el resto de Córdoba. Claramente, esta posición, la cual invisibiliza el 

grado de violencia que las Autodefensas han ejercido en esta subregión, está tratando de crear unos procesos 

de entrelazamiento entre sectores monterianos y esta organización para ir cultivando el apoyo social que 

tendrán en los próximos años.  

 

Sin embargo, este apoyo tácito que sectores de GAMACOR le prestaron a las ACCU serán respondidos por 

las FARC con actos violentos en los centros de poder de estas instituciones. El 18 de diciembre de 1996 esta 

guerrilla dejaría una bomba en inmediaciones al centro de Montería, donde funcionaban, las sedes de estos 

órganos, lo cual dejaría cuatro muertos y la destrucción parcial de la infraestructura de los edificios de 

GAMACOR. Además, García Caicedo estaba presente en su oficina cuando explotó el artefacto, pero salió 

ileso (AP, 34). Este evento, por su crudeza e importancia, permite condensar lo que fueron las conflictivas 

relaciones entre los grupos ganaderos cordobeses y las guerrillas: atentados, secuestros, financiación de grupos 

paramilitares y masacres fueron algunos de los sellos característicos que se vieron en el conflicto armado 

regional, lo cual derivó en un odio mutuo entre ambos actores.  

 

Por lo tanto, hay una configuración recíproca en la politización de las identidades de sectores ganaderos de 

Montería y de las ACCU a medida que hay una agudización del conflicto, lo cual lleva a que los primeros los 

respalden de manera cada vez más fehaciente en público. Los constantes apoyos de importantes 

personalidades locales a este grupo armado van a generar que, el 24 de mayo de 2001, la Fiscalía General de 

la Nación haga allanamientos en propiedades de personalidades locales, especialmente ganaderos, por su 

presunta ayuda económica o logística a los paramilitares. A partir de este hecho, durante los días siguientes, se 

van a adelantar marchas por parte de GAMACOR y de sectores empresariales cordobés para protestar por los 

allanamientos realizados por la Fiscalía:   

 

“El carácter espectacular de los operativos, de igual forma despertó la solidaridad del sector productivo 

cordobés y las distintas expresiones de la sociedad civil que paralizaron a Montería, de manera pacífica, el 

pasado primero de junio. Aunque no comparten los métodos violentos de las autodefensas, la dirigencia 

cordobesa expresa sin temores su agradecimiento a esta fuerza antisubversiva, toda vez que la única que salió 

en su apoyo, en un pasado reciente, cuando la guerrilla protagonizó sucesivos asesinatos, secuestros, 

destrucción de predios, fusilamientos de trabajadores y ganados y otros actos de la región” (AP, 35)   

 

Estas multitudinarias protestas en contra de las investigaciones que estaba adelantando la Fiscalía permitieron 

la cohesión de todos los sectores políticos, gremiales y sociales que apoyaban la gestión que las ACCU venían 

adelantando en Montería y en el Alto Sinú. A Rodrigo García, que fue a uno de los que allanaron, se le unieron 

GAMACOR, el sector productivo cordobés y aliados políticos de las autodefensas -como Jattin y Montes-, 

los cuales cerraron filas y criticaron los atropellos que el Estado estaba cometiendo contra “personalidades 

locales importantes”. Así, crearon el movimiento “Por la dignidad de Córdoba”, que reunía a este 
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conglomerado de aliados de las ACCU, con el fin crear un frente unido que ejercería presión contra el Estado 

para que cesaran las hostilidades contra ellos y las Autodefensas.  

 

Igualmente, con el pasar de los días, estos sectores se unieron a grupos de la sociedad civil que también 

simpatizaban con las ACCU y, el 7 de junio, lograron paralizar Montería y mandar un mensaje claro: “la 

dirigencia cordobesa expresa sin temores su agradecimiento a esta fuerza antisubversiva, toda vez que la única 

que salió en su apoyo” (AP, 36) Este mensaje, al ser escrito después de los allanamientos, muestra cómo la 

dirigencia cordobesa desafía abiertamente a la Fiscalía – que es una agencia del estado central- y resalta, otra 

vez, la gratitud que sienten hacia las ACCU. De esta manera, aprovechan este ataque contra miembros de la 

elite política y económica y, junto a las bases sociales que las ACCU tienen en la ciudad, crean un movimiento 

que converge alrededor de la defensa de este grupo paramilitar. Así, esta multitudinaria manifestación mostró 

el grado de influencia que las ACCU habían obtenido en Montería gracias a la politización de su discurso y al 

de sus aliados pertenecientes a la dirigencia de la ciudad.  

 

5.6 Elecciones al Congreso del 2002:  

 

La irrupción del movimiento “Por la dignidad de Córdoba” y la confluencia de diversos sectores sociales, 

políticos y económicos que, abiertamente, apoyaban a las ACCU permitió que en las elecciones al Congreso 

del 2002 este grupo armado capitalizara el apoyo de sus bases políticas. Como se señaló en la sección del Alto 

Sinú, los principales candidatos que esta organización apoyó en el 2002 fueron Eleonora Pineda, que era 

cercana a los comandantes de las ACCU, y Miguel Alfonso de la Espriella, el cual era un político profesional 

que aspiraba a llegar al Senado de la República. Tanto Pineda como de la Espriella sacaron votaciones 

sustanciales que los colocaron entre los candidatos más votados de la ciudad: 

 

Tabla 19: Votación Cámara de Representantes en Montería (2002).  

Candidatos  Votación  

Fredy Ignacio Sánchez  16,982  

Eleonora Pineda 15,195 

Zulema Jattin  12,739  

Fuente: CEDE, RGN (Elecciones 2018). Tabla: Elaboración propia.  

 

Por un lado, el caso de Pineda evidencia el éxito que tuvieron las ACCU a la hora de coordinar y canalizar el 

apoyo de sus bases sociales alrededor de la candidata interna que estaban impulsando. En Montería, como lo 

muestra la tabla 19, Eleonora fue la segunda candidata más votada (15,195) y solamente quedó por detrás de 

Fredy Sánchez que, como sabemos, era uno de los políticos regionales más importantes de la época. De ahí, 

se sugiere que gran parte de los votos que recibió ella fueron gracias a las estructuras políticas que las ACCU 

habían puesto en marcha, previamente, en la ciudad. De lo contrario no se explica como una política 

desconocida, con una carrera política corta – solamente dos años-, pudo imponerse en el principal centro 

urbano de Córdoba. Incluso, aventajó a políticos consolidados como Zulema Jattin (12,739 votos) y quedó a 

menos de dos mil votos de superar a Sánchez.  
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A partir de esto, resulta interesante ver cómo este grupo armado, en un espacio en el que no es un actor 

hegemónico, pudo expandir sus procesos de entrelazamiento de forma tan amplia dentro de la población civil. 

A diferencia de políticos consumados -como Reginaldo Montes, Fredy Sánchez o Zulema Jattin-, Eleonora 

Pineda no detentaba lazos de solidaridad o nexos clientelares que incentivaran a los grupos poblacionales a 

apoyar su candidatura (Aponte, 2011; Ocampo, 2016). Tampoco provenía de una familia tradicional de la 

región, como los Nader, Burgos, Cabrales y López, lo cual le hubiera permitido amasar un status político. Su 

único respaldo era una organización armada que, en Montería, no tenía el mismo grado de influencia al que 

tenía en su fortín del Alto Sinú. De ahí, su victoria cobra importancia en la medida en que, más que ser de ella, 

es de las ACCU gracias a los procesos de entrelazamiento que pusieron en marcha desde años atrás mediante 

la agenda social y política.  

 

Tabla 20: Votación de Miguel Alfonso de la Espriella en Montería entre 1998 y 2002.  

 

Candidatos  Votación  (Montería)  

Miguel Alfonso de la Espriella (Candidato a la 

Cámara de Representantes, 1998)    

9,263  

Miguel Alfonso de la Espriella (Candidato al 

Senado de la República, 2002)  

10,242 

Fuente: CEDE, RGN (Elecciones 2018). Tabla: Elaboración propia.  

 

Por otro lado, el caso de Alfonso de la Espriella en Montería evidencia que, si bien este político logró mantener 

el electorado que había tenido en 1998 e, incluso, aumentar su votación en un 10%, las ACCU no incidieron 

a grandes rasgos en su elección. Al contrario de lo que ocurría con Pineda, la cual no detentaba ningún capital 

político, de la Espriella, al ser un político profesional, tenía un electorado de base que, previamente, había 

consolidado gracias a las victorias políticas que había tenido en el departamento. Su carrera como político 

tradicional que provenía de una familia importante de la región le permitió tener cierta autonomía y amasar su 

propio capital electoral.    

 

Por consiguiente, al ver que no hubo fluctuaciones en las votaciones que sacó entre 1998, cuando no era 

apoyado por las ACCU, y en 2002 ( que fue cuando hizo la alianza con este grupo armado),  se puede deducir 

que los paramilitares no pudieron fortalecer el capital electoral de este político en Montería. En esta ciudad no 

se vio el aumento desbordado de votos, que sí se vio en Tierralta y Valencia,  donde este político dio un salto 

sin precedentes y obtuvo, respectivamente,  8675 y 5725 votos. Por el contrario, de la Espriella, en Montería, 

fue ampliamente superado por Juan Manuel López Cabrales, quien sacó 33,182 votos y lo aventajó por más 

de 23,000 votos (CEDE, 2018). Aquí, las ACCU no pudieron debilitar electoralmente a López, como sí lo 

habían hecho en el Alto Sinú, dado que no detentaban los aparatos logísticos para organizar un clientelismo 

armado que desincentivara a sus electores a apoyarlo.  

 

De esta manera, la trayectoria política de Pineda y de Alfonso de la Espriella en Montería muestra que la 

presencia y la injerencia de las ACCU en este espacio fue mucho más desigual y “discreta” al que estaban 
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teniendo en el Alto Sinú. Por consiguiente, la experiencia de las ACCU en las elecciones al Congreso del 2002 

resalta, por un lado, que los procesos de entrelazamiento social que adelantaron les permitió amasar un capital 

político que pudieron canalizar alrededor de Eleonora Pineda. Este proceso de penetración de la organización 

se dio a partir de distintas etapas que influyeron en la politización de las identidades de varios sectores de 

Montería, los cuales eran críticos del Estado central por su pobre gestión, agradecían las ayudas brindadas por 

las ONG de las ACCU y se estaba organizando para apoyar abiertamente a los paramilitares . Así, el éxito 

electoral de Pineda es el resultado de años de integración entre este aparato armado y la sociedad monteriana.  

 

En la otra orilla, el estancamiento electoral de Alfonso de la Espriella, nos recuerda que, aunque la organización 

hacía presencia en el territorio, no eran el grupo hegemónico y, más bien, tenían un rol secundario en el diario 

vivir de la ciudadanía. De ahí, si bien desempeñaron un papel protagónico en la disolución de las protestas de 

Agosto del 2000- mediante FUNPAZCOR y el CCMI- y en las movilizaciones del 2001, eran un actor que 

estaba supeditado al accionar del Estado, de las elites regionales y de los partidos políticos. Por consiguiente, 

es que al final Juan Manuel López se impone en las votaciones al Senado del 2002 sobre un Alfonso de la 

Espriella que, más allá de su electorado de base, no pudo expandirse en la ciudad.  

 

Asimismo, es importante tener en cuenta que el éxito electoral de Pineda y el estancamiento de Miguel Alfonso 

de la Espriella en Montería también procede del grado de cercanía que ambos candidatos tenían con las 

ACCU. Por un lado, Eleonora, al ser la candidata interna de la organización, tenía mayor capacidad de 

movilización dentro de las bases sociales de este aparato armado que de la Espriella. Mientras él tenía 

simplemente una alianza de conveniencia con las Autodefensas, ella provenía de círculos internos de las 

ACCU y era la ahijada política de los dos comandantes paramilitares más importantes de la región: Mancuso 

y Castaño.  

 

De ahí, dentro de los sectores afines al proyecto político-armado paramilitar, pudieron verse mayores 

incentivos de apoyarla a ella, la cual podía ser vista con mayor facilidad como la representante de la 

organización en el Congreso, que a un político tradicional como de la Espriella, con el cual se había realizado 

una alianza informal. Por lo cual, la presencia de tantos actores en el territorio, donde el Estado y los poderes 

regionales tienen un papel activo, obligan a las ACCU a entrelazarse de manera diferenciada y, de esta forma, 

a utilizar diversas estrategias y planteamientos que afectan la capacidad de canalizar votos hacia sus 

candidatos.  Es así que la experiencia de estos dos políticos es útil en la medida en que muestran dos 

experiencias electorales disímiles que tuvieron las ACCU en Montería en 2002.  

 

5.7 Consideraciones finales:  

 

En conclusión, la politización del discurso ganadero y la ruptura de las relaciones entre ellos y el Estado es 

aprovechada por las ACCU para establecer una alianza de clase con estos sectores, los cuales les permitirán 

llevar el conflicto armado interno a nuevas dimensiones y, a su vez,  expandir su aparato político y económico. 

De esta manera, consiguen insertarse en los espacios de sociabilidad existentes y fortalecer el discurso 

contrainsurgente en un municipio estratégico que colinda con el Alto Sinú: Montería. Asimismo, hacen uso 

de las manifestaciones populares, que son abiertamente apoyadas por GAMACOR, sectores empresariales 
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cordobeses y miembros de la clase política, con el fin de presionar al Estado para que se abran las 

negociaciones con ellos. De ahí, desde Montería logran cohesionar una base social que, activamente, sale a las 

calles a apoyarlos, lo cual les da el impulso y la legitimidad que no habían conseguido anteriormente. Además, 

por sus obras realizadas en la ciudad, ganaron la aceptación de un Estado local endeble que, ante la insolvencia 

fiscal, delega en estos grupos privados, de manera indirecta, la gestión de unos conflictos sociales de los cuales 

ellos, a su vez, tienen su grado de responsabilidad.  

 

Del mismo modo, esta experiencia local que tuvieron las Autodefensas en un contexto urbano como el de 

Montería muestra que supieron insertarse y diversificar sus estrategias con el fin de aumentar su capital 

político. Los distintos actores que fueron estudiados en esta sección -que van desde ONG hasta grupos 

armados- resaltan que la injerencia de las ACCU fue significativa y logró politizar las identidades de sectores 

populares y terratenientes a favor de ellos. De esta manera, se planteaba que ellos, dentro de este espacio, se 

entrelazaron de manera discreta mediante ciertos actores aliados, ya que sus prácticas iban dirigidas no a 

configurarse como el grupo hegemónico sino a tener un papel secundario en el diario vivir de la ciudad. Por 

consiguiente, el papel mediador que desempeñaron en la crisis agraria del 2000, las marchas que adelantaron 

en el 2001 y las elecciones al Congreso del 2002 evidencian su papel como garantes y prestadores de servicios 

que, de manera conjunta, brindaban insumos a la alcaldía para que paliara la crisis social y, a su vez, buscaban 

acercarse a terratenientes y desplazados de la ciudad.  
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6.  Conclusiones generales:   

 

A lo largo de la presente investigación se hizo énfasis en cómo los procesos de entrelazamiento que las ACCU 

desarrollaron en Montería y en el Alto Sinú estuvieron mediados por unas condicionantes históricas que 

permitieron la consolidación, de forma diferenciada, de esta organización en ambas subregiones. A partir de 

esto, se hizo un análisis histórico que, teniendo como referencia el conflicto agrario y armado, se esforzó por 

espacializar los tipos de violencias y de desigualdades que las comunidades de estos territorios históricamente 

habían tenido que vivir. De esta manera, se quería resaltar que los tipos de entrelazamiento que las ACCU 

configuraron en estos espacios no se dieron al azar, sino que se estructuraron alrededor del grado de presencia 

estatal directa que había y de los capitales existentes en disputa ( que en este caso, principalmente, era el acceso 

a la tierra). Así, la articulación de estos relatos evidenció como Montería y el Alto Sinú, aun con problemáticas 

tan distantes, se formaron alrededor de ciclos de violencia armada que propiciaron no solamente fenómenos 

masivos de desplazamiento forzado, sino también procesos diferenciados de integración con el estado regional 

y nacional. 

 

Por consiguiente, la trayectoria compartida de ambas subregiones derivó en la politización de las identidades 

de las comunidades locales – especialmente de los ganaderos y campesinos-, lo cual serviría para que el arribo 

de las FARC-EP y del EPL, en la década del 70, y de las ACCU, a finales de los 80, fuera apoyado por 

múltiples sectores que, desde distintos espectros ideológicos, habían experimentado una profunda 

radicalización política. Por un lado, los discursos de los líderes de GAMACOR y del estado mayor de las 

ACCU mostraban una rabia profunda hacia ese Estado que no los ayudó cuando ellos clamaban por protección 

en el momento en que las insurgencias estaban aumentando su influencia en el Alto Sinú y hacían atentados 

contra sus sedes en Montería. De ahí, rompieron relaciones con este actor y, auspiciados por intereses 

económicos y políticos, adelantaron una contraofensiva para eliminar a la oposición política y armada. Por 

otro lado, las luchas que los campesinos, a lo largo del siglo XX, habían estado adelantando en las montañas 

de Tierralta y Valencia por acceder a una parcela y sobrevivir dignamente, propició que algunos de estos 

simpatizaran con las FARC-EP y el EPL cuando arribaron al territorio, puesto que compartían luchas políticas 

en común, como lo era la cuestión agraria. Así, siguiendo lo expuesto por Romero (1998) y Bolívar (2005), 

se evidencia que la formación de las identidades políticas de los actores presentes en un mismo territorio no 

responde a procesos estáticos. Por el contrario, el cúmulo de una serie histórica de eventos – y las posiciones 

que ellos van tomando- son las que van determinando y moldeando las orientaciones ideológicas y los tipos 

de politización que desarrollan estos actores.  

 

A partir de esto, este estudio resaltó cómo el conflicto armado fue un pilar central del desarrollo de la historia 

política, económica y social de Montería y del Alto Sinú y, a su vez, estructuró unas problemáticas que 

persisten hasta hoy en día (como lo puede ser la presencia de grupos armados, el narcotráfico y el dominio 

indirecto del Estado). De ahí, siguiendo lo expuesto por Fernán González (2020), resulta fundamental 

reorientar la mirada a cómo emergen los actores armados en clave regional, local y sublocal. La experiencia 

de las ACCU en Córdoba evidencia que los grupos armados, si se lo proponen y las condiciones lo permiten, 

pueden utilizar múltiples repertorios para integrarse con las comunidades locales.  
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En esta investigación se incorporó el concepto de “procesos de entrelazamiento”, ya que éste permitía captar 

que las relaciones que se dieron entre las ACCU, los ganaderos, los campesinos y la clase política regional 

implicaron intercambios en los que se adelantaron procesos de configuración reciproca que afectaron el 

accionar de cada uno de estos actores. Como señala Marta Herrera, estos procesos “ no son tanto lo que crean, 

no son tanto lo que destruyen, es mas lo que transforman, lo que amplían” (Herrera 2016, 19). Por lo tanto, al 

proponer un dialogo sobre los diversos procesos de entrelazamiento configurados por las ACCU, el principal 

objetivo de esta tesis era, precisamente, “ampliar” los postulados clásicos desde los cuales hemos venido 

pensado a los actores armados y a las comunidades. Traer al debate académico estas propuestas, así como 

otros investigadores previamente lo han hecho, recalca la necesidad de trazar puentes más amplios entre las 

disciplinas de las Ciencias Sociales. Por consiguiente, aventurarse a comprender estos fenómenos demanda, 

además de una profunda paciencia, articular un enfoque interdisciplinario mediante el cual se pueda visualizar 

como, en contextos definidos, los procesos de configuración reciproca entre diversos actores transforman las 

relaciones de poder existentes.   

 

6.1 ¿Cómo esta investigación nos ayuda a comprender los nuevos ciclos de violencia que se están 

manifestando en el Alto Sinú?  

 

Para finalizar, siguiendo las preocupaciones esbozadas por Francisco Gutiérrez (2020), sobre el inminente 

arribo de un nuevo ciclo de la guerra en Colombia, me gustaría señalar que esta investigación sirve como un 

punto de partida para comprender la violencia actual que sigue persistiendo en el departamento de Córdoba. 

Como sabemos, la desmovilización de los bloques paramilitares de las AUC, entre los cuales estaban las 

ACCU, en 2006, no trajeron consigo el fin de la larga guerra que viene asediando a esta región desde la década 

del 70.  Por el contrario, el ocaso de esta organización paramilitar, que era de carácter nacional, propició la 

irrupción de nuevos grupos armados, mucho más pequeños y sin un discurso político estructurado, que 

intentaron apoderarse de las rutas del narcotráfico que le pertenecían a las ACCU y consolidarse como los 

“herederos” de esta organización. A partir de esto,  el Alto Sinú siguió siendo un territorio frontera de la 

dominación estatal y, actualmente, después de múltiples disputas, el grupo que tiene mayor incidencia en este 

espacio es el Clan del Golfo, los cuales se hacen llamar Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC).  

 

Este cambio en la dominación territorial trajo consigo, inevitablemente, una nueva espiral de violencia en el 

que, para el año 2018, en Tierralta y Valencia, respectivamente, se registraron 809 y 209 desplazamientos 

forzados individuales (CEDE, 2018). De ahí, al ver que la violencia no se acabó sino que mutó, surge una 

pregunta fundamental:¿Qué pasó para que el Estado -después de negociar con las ACCU su desmovilización 

y estar ejecutando, actualmente, la implementación del Acuerdo de Paz firmado con las FARC- no haya 

podido pacificar el Alto Sinú y hacer presencia de forma integral? Esta investigación propone dos posibles 

respuestas generales a esta pregunta. En primer lugar, la monopolización de la tenencia de la tierra por parte 

de los gamonales y terratenientes ha servido para reciclar los conflictos que han enfrentado a campesinos y 

desplazados con estas elites políticas y económicas alrededor de la cuestión agraria.  

 

Al hacer una revisión histórica de los conflictos que se han desarrollado en el Alto Sinú,  se evidencia que la 

incapacidad del Estado de solucionar los problemas asociados a la tenencia de la tierra ha sido uno de los 
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principales detonantes de las nuevas violencias que se han arraigado en este territorio. Fue esto lo que generó 

que las guerrillas tuvieran apoyo campesino en la subregión y que, a su vez, sirviera, posteriormente, para que 

empresarios, ganaderos y narcotraficantes financiaran la contraofensiva paramilitar que buscaba expulsar a los 

grupos armados, a la oposición y a los reclamantes de tierras. A partir de esto, al ver que la tierra es el principal 

capital en disputa, debe retomarse la discusión – así como quedó constatado en los Acuerdos de Paz (2016)- 

de implementar una Reforma Agraria Integral que propenda por una verdadera redistribución de la tierra en 

el país con el fin de paliar estos conflictos y asegurar un acceso a éste de manera justa y transparente. 

Asimismo, esto serviría para que el Estado pueda insertarse, mediante estas políticas reformistas, en estos 

territorios y fomentar un desarrollo local en el mediano y largo plazo. Esta investigación hizo un esfuerzo por 

retratar estas problemáticas y recalcar que la denominada “paz territorial” solamente se puede construir 

mediante un entendimiento local detallado de los capitales en disputa.  

 

Esto nos lleva al segundo punto: si el Estado pretende entrelazarse en estos territorios estructurados por la 

guerra, como lo es el caso del Alto Sinú, debe afianzar sus relaciones con las comunidades locales, ya que son 

estas las que determinan la legitimidad de su accionar y, también,  pueden apoyarlo en su proceso de 

incrustación territorial. Con esto hago referencia a que el Estado debe priorizar el cuidado de los líderes sociales 

y del tejido social existente, puesto que, mediante el acercamiento con estas comunidades, puede crear puentes 

que le permitan, además de conocer a fondo las problemáticas existentes, desarrollar soluciones que 

consoliden su dominación de forma integral. De lo contrario, si se sigue agudizando el desplazamiento forzado 

y el asesinato de lideres11 habrá un resquebrajamiento, aun mayor, de la legitimidad y la dominación del 

Estado, el cual – a día de hoy- es ampliamente superado por los grupos armados.  

 

Por ejemplo, en el estudio previamente expuesto resalté que los procesos de desplazamiento forzado 

auspiciados por las ACCU en el Alto Sinú, a mediados de los 90,  los cuales buscaban acabar con todas las 

bases sociales de las insurgencias, propiciaron un rompimiento del tejido social existente, ya que decenas de 

miles de personas tuvieron que irse de sus territorios y otras tantas fueron asesinadas. Esto fortaleció a este 

grupo paramilitar, pero debilitó al Estado, puesto que muchos de estos individuos eran firmantes de los 

acuerdos de paz de finales de la década del 80, habían dejado las armas y, al final, lo que buscaban era tener 

representación política ante el gobierno central.  Por consiguiente, los procesos de recolonización con 

poblaciones leales a las ACCU y la persecución que estos emprendieron contra cualquiera que no comulgara 

con sus ideales, afectaron la débil presencia y legitimidad estatal en tanto éste no tuvo capacidad de respuesta 

ante la ola de violencia que vivía la subregión. En este sentido, para evitar otra vez esto, se debe hacer el 

máximo esfuerzo por preservar la vida de estos líderes civiles que, además de gozar de un amplio apoyo por 

parte de su población, conocen a profundidad las problemáticas de sus territorios. Ellos son el medio para 

construir paz territorial y, en el mediano plazo, asentar un Estado local que sea la cristalización del sentir de 

sus habitantes.   

 

 

 

 
11 Desde la firma del Acuerdo de Paz con las FARC-EP, en 2016,  han asesinado a 45 lideres sociales en Córdoba (AP, 37).  
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https://caracol.com.co/radio/2014/12/10  

 

Informe  

13 “Los paras ganan la 

guerra” 

17/11/1997 La Nota Económica. 1999. “Los Paras ganan la 

guerra”. En Colombia Siglo XXI: Las Autodefensas y la 

Paz. Ed, Carlos Castaño, 335-342. Bogotá: Talleres 

Colombia Libre. 340 

  

 

Comunicado 

14 “Los planes B de 

paramilitares y 

Farc” 

1999 Restrepo, Orlando. 1999. “Los planes B de 

paramilitares y Farc”. El Tiempo. 

https://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-

891586 

 

Informe  

15 “Entrevista a 

Salvatore 

Mancuso”  

23/04/2008 Noticias RCN. 2008. “Entrevista a Salvatore 

Mancuso”. RCN, Acceso el día 23 de Abril de 2008. 

https://www.youtube.com/watch?v=sf4XNpHbwOk 

 

Entrevista 

16 “Ex congresista 

Eleonora Pineda 

queda en libertad”. 

02/01/2009 El Espectador. 2009. “Ex congresista Eleonora Pineda 

queda en libertad”. El Espectador,  2 de Enero de 2009. 

https://www.elespectador.com/noticias/politica/ex-

congresista-eleonora-pineda-queda-en-libertad/ 

 

Informe  

17 “Tres jefes 

paramilitares 

intervienen en el 

Congreso 

colombiano”  

28/07/2004 El País. 2004. “Tres jefes paramilitares intervienen en 

el Congreso colombiano”. El País, 28 de Julio de 2004.  

https://elpais.com/diario/2004/029/internacional/ 

Informe 

18 “Desplazados 50 

mil cordobeses por 

la violencia”  

02/06/1994 El Colombiano. 1994.  “Desplazados 50 mil 

cordobeses por la violencia”. El Colombiano, 2 de 

Junio de 1994. 2 A 

Editorial  

https://caracol.com.co/radio/2014/12/10
https://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-891586
https://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-891586
https://www.youtube.com/watch?v=sf4XNpHbwOk
https://www.elespectador.com/noticias/politica/ex-congresista-eleonora-pineda-queda-en-libertad/
https://www.elespectador.com/noticias/politica/ex-congresista-eleonora-pineda-queda-en-libertad/


 81 

19 “Córdoba naufraga 

en violencia y 

pobreza”. 

29/09/1998 Guzmán, Ramiro. 1998. “Córdoba naufraga en 

violencia y pobreza”. El Espectador, 29 de Septiembre 

de 1998. 10 A 

 

Informe  

20 “El tercer actor”  07/07/1999 Castaño, Carlos. 1999.  “El tercer actor”. En  Colombia 

Siglo XXI: Las Autodefensas y la Paz. Ed, Carlos 

Castaño,  13-54 Bogotá: Talleres Colombia Libre. 24  

Carta 

21 “Montería, 

polvorín social” 

12/03/2000 Llanos, Roberto. 2000. “Montería, polvorín social”. El 

Tiempo, 12 de Marzo del 2000. 12 A 

 

 

Informe  

22 “Mas de cien 

heridos en 

desalojos”. 

07/03/2000 El Tiempo. 2000. “Mas de cien heridos en desalojos”. 

El Tiempo, 7 de Marzo del 2000. 3 A  

Entrevista  

23 “Toque de queda 

en Montería”  

07/03/2000 El Colombiano. 2000. “Toque de queda en Montería”. 

El Colombiano, 7 de Marzo del 2000. 5B 

 

 

Informe 

24 “Montería 

destechada” 

12/03/2000 Lopera, Ángela. 2000. “Montería destechada”. El 

Colombiano, 12 de Marzo del 2000. 3  

 

Informe  

25 “No hay plata ni pa 

los tintos” 

18/09/2000 Peña, Marcela. 2000. “No hay plata ni pa los tintos”. El 

Tiempo, 18 de Septiembre del 2000.  1/9-1/10 

 

Informe  

26 Ofrecen lotes para 

inversores en 

Montería” 

10/03/2000 El Tiempo. 2000. “Ofrecen lotes para inversores en 

Montería”. El Tiempo, 10 de Marzo del 2000. 8A 

 

Editorial 

27  Ofrecen lotes para 

inversores en 

Montería” 

10/03/2000 El Tiempo. 2000. “Ofrecen lotes para inversores en 

Montería”. El Tiempo, 10 de Marzo del 2000. 8A 

 

Editorial 

28 Con panfletos 

intimidan a 

invasores”. 

13/03/2000 El Tiempo. 2000. “Con panfletos intimidan a 

invasores”. El Tiempo, 13 de Marzo del 2000.  7A 

Informe  

29  “Se paralizará 

Córdoba”. 

31/04/2001 El Tiempo. 2001. “Se paralizará Córdoba”. El Tiempo, 

31 de Mayo del 2001. 1-4 

 

Informe  

30 “Explosión social 

en santuario 

paramilitar”. 

15/03/2000 VOZ. 2000. “Explosión social en santuario 

paramilitar”. VOZ, 15 de Marzo del 2000. 10   

Informe  
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31 “Fue desocupada la 

ultima invasión: 

Amenazas se 

impusieron en 

Montería”. 

15/03/2000 El Tiempo. 2000. “Fue desocupada la ultima invasión: 

Amenazas se impusieron en Montería”. El Tiempo, 15 

de Marzo del 2000. 7A 

 

Informe  

32 “Ganaderos de 

Cordoba piden 

trato político a 

paramilitares”. 

13/07/1995 El Tiempo. 1995. “Ganaderos de Cordoba piden trato 

político a paramilitares”. El Tiempo, 13 de Julio de 

1995.  17A 

 

Informe  

33 “Dicen ganaderos 

de Córdoba: Éxito 

de nueva 

desmovilización 

guerrillera depende 

del gobierno”. 

04/08/1996 El Colombiano. 1996. “Dicen ganaderos de Córdoba: 

Éxito de nueva desmovilización guerrillera depende del 

gobierno”. El Colombiano, 4 de Agosto de 1996. 14 A.  

 

Entrevista 

34 “Cuatro muertos 

por acto terrorista 

en Montería: 

Confusión y 

preocupación en la 

capital cordobesa”. 

18/12/1996 El Colombiano. 1996. “Cuatro muertos por acto 

terrorista en Montería: Confusión y preocupación en la 

capital cordobesa”. El Colombiano, 18 de Diciembre de 

1996. 6 B 

 

Informe  

35 Monterianos 

rechazaron 

señalamientos en 

su contra”. 

02/06/2001 El Colombiano.  2001. “Monterianos rechazaron 

señalamientos en su contra”. El Colombiano, 2 de Junio 

de 2001.   3 A 

 

Informe 

36 “Todos estaban 

tranquilos mientras 

atacaban a 

Córdoba” 

10/06/2001 Palacios, José Guillermo. 2001. “Todos estaban 

tranquilos mientras atacaban a Córdoba”. El 

Colombiano, 10 de Junio de 2001. 8 A 

 

Entrevista 

37  En Córdoba han 

asesinado a 45 

lideres sociales 

desde la firma del 

acuerdo de paz”. 

1/09/2020 La Razón. 2020. “En Córdoba han asesinado a 45 

lideres sociales desde la firma del acuerdo de paz”. La 

Razón, 1 de Septiembre de 2020. 

https://larazon.co/cordoba/desde-la-firma-del-acuerdo-

final-han-asesinado-en-cordoba-a-45-lideres-sociales-

cordoberxia/ 

 

Informe  
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